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RESUMEN

La industria del turismo en España ha ido ganando, y seguirá haciéndolo en cuanto se con-
siga superar la pandemia COVID-19, cada vez más peso en la economía nacional y mundial.
El año 2021 deja indicadores claros de recuperación de la actividad económica. Sin embargo,
frente al boom del sector, la acumulación de recortes de derechos reconocidos formalmente
como el de igualdad o a la salud de las personas trabajadoras en el mismo, son innegables.
Aborda esta aportación el caso concreto de las camareras de piso que representan más del 30 %
de las plantillas, directas e indirectas, de los establecimientos hoteleros. Entre estas trabajadoras
han predominado las externalizadas, con contratos de duración determinada, siendo muy pocas
las beneficiarias de contratos indefinidos. Muchas de ellas contratadas por empresas multiser-
vicios, que han venido a sumar precariedad a sus condiciones de trabajo precedentes, con ten-
dencia a dotarse de convenios colectivos propios que las devalúan, aplicando, en su defecto,
la norma estatutaria. Al análisis de este fenómeno de la subcontratación precarizante en el que
viven inmersas las camareras de piso y a las consecuencias que de la reforma laboral de 2021
se derivan pretenden dedicarse las páginas que siguen.

ABSTRACT

The tourism industry in Spain has gained and will continue to do so as soon as the COVID-
19 pandemic is overcome, more and more weight in the national and world economy. The year
2021 leaves clear indicators of recovery in economic activity after the impact of the crisis. Ho-
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wever, in the face of the boom in the sector, the accumulation of cuts in formally recognized
rights such as equality or the health of workers in it, are undeniable. This contribution addresses
the specific case of maids, who represent more than 30 % of the staff, direct and indirect, of
hotel establishments. Outsourced workers have predominated among these workers, with fixed-
term contracts, with very few beneficiaries of indefinite contracts. Many of them hired by multi-
service companies, which have come to add precariousness to their previous working conditions,
with a tendency to adopt their own collective agreements that devalue them, applying, failing
that, the statutory norm. The analysis of this phenomenon of precarious subcontracting in which
maids live immersed and the consequences that derive from the labor reform of 2021 are inten-
ded to be dedicated to the following pages.

Palabras clave: precarización, externalización, empresas multiservicios, camareras de
pisos, desigualdad, brecha laboral.

Key words: precariousness, outsourcing, multiservice companies, chambermaids, inequality,
labor gap.

1. SUBCONTRATACIÓN Y PRECARIEDAD: ¿SON SINÓNIMOS?

El origen de la subcontratación de obras y servicios en España se vincula con el sector de
la automoción en la década de los años 70. Hasta entonces, y en el marco del sistema de pro-
ducción en masa, los beneficios de esta industria se habían originado fundamentalmente por la
economía de escala y el incremento permanente de la producción de vehículos. La crisis eco-
nómica de mediados de esa misma década, originó un cambio profundo en las estrategias em-
presariales que consistió, fundamentalmente, en asumir el hecho de la globalización de la
industria y la introducción de nuevos factores competitivos, como la calidad y la diversificación
de productos. 

La subcontratación concebida originalmente como una forma de exteriorizar aquellas activi-
dades más alejadas del núcleo central de la actividad empresarial, las vinculadas a ciertos ser-
vicios de mantenimiento que pueden o no requerir especialización, las de alta cualificación y
presencia puntual en la gestión cotidiana, termina por vincular a las empresas en sus decisiones
técnicas y comerciales. Y, en este escenario, la subcontratación se convierte en uno de los ele-
mentos centrales de las estrategias competitivas de las grandes empresas que incorporan en
su propia gestión productiva esta opción. Sin embargo, poco tardaría en constatarse que, en
realidad, esto no era sino el punto de arranque de la subcontratación industrial que, luego, se
extendería y normalizaría hacia otras actividades y sectores como el de los servicios que, en el
contexto actual, permite una racionalización y, a la postre, una reducción de sus costes labora-
les. 

Hasta hace relativamente poco, los sectores y actividades tradicionalmente señalados por
la subcontratación han estado vinculados, por lo común, a tareas auxiliares de la empresa matriz
o a exigencias de alta cualificación y especialización ancladas mayormente en la innovación y
la tecnología, reservándose la empresa principal la gestión directa de las actividades esenciales.
Pero, hoy por hoy, el paisaje se ha transformado de forma radical, de tal suerte que la descen-
tralización se ha extendido hasta el punto de formar parte del núcleo de funciones clave de la
organización, presentándose como una alternativa a la creación de empleo propio.

La dimensión laboral de la subcontratación viene ocupando un papel destacado entre las
preocupaciones de los iuslaboralistas. El fenómeno, inscrito en el más amplio de la descentra-
lización productiva, muestra unas estructuras cada vez más complejizadas, que, tejiendo tupidas
y opacas redes empresariales, sitúan a las personas trabajadoras en una posición de doble
subordinación que les genera incertidumbre. Tal es la situación actual que no resulta exagerado
aseverar que ha prosperado en los últimos tiempos el outsourcing de la precariedad, esto es,
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la subcontratación de tareas en circunstancias que vienen acompañadas de empleos parciales
y de corta duración, así como de condiciones de trabajo devaluadas. Los costes que ahorra la
empresa cliente en contratación y formación se trasladan, muchas veces, a las personas traba-
jadoras vinculadas a la contrata, con una desvalorización social y económica de los servicios
que prestan a la empresa cliente. La empresa que contrata puede reducir su plantilla a lo indis-
pensable, sustituyendo costes fijos por costes variables, al tiempo que se gestan nuevos nichos
de mercado que, con el único objetivo de obtener ventajas competitivas, recurren a la contrata-
ción temporal y aplican condiciones salariales inferiores.  

En este contexto, las empresas multiservicios, versión evolucionada o 2.0 de las primigenias
empresas de servicios, se presentan como un fenómeno al alza, facilitado por la diversificación
de actividades que prestan, sin apenas especialización. Esto les permite ejecutar cualquier tipo
de tarea, fuera o dentro de las dependencias de la empresa principal, ya sea en la periferia del
proceso productivo, ya en el núcleo central de sus actividades. El fenómeno, así descrito, es
preocupante en tanto en cuanto estas empresas operan en un contexto normativo de “anomia
consentida” frente al “corsé normativo” de las ETT, ofreciendo una amplia variedad de presta-
ciones adaptadas a las necesidades de sus clientes. 

Lo que quiere ponerse de relieve desde estas líneas introductorias es que, si bien no es
nuevo el auge del fenómeno de la externalización y la creciente aparición de empresas cuyo
único objeto es la prestación de servicios para terceras empresas, sí lo es la proliferación de
las empresas multiservicios. Y es que hasta hace una década aproximadamente, las empresas
de servicios tenían un objeto social claramente definido y parcelado –limpieza, seguridad, in-
formática, etc.– y, ahora, proliferan “cual setas en otoño” las denominadas empresas multiser-
vicios que realizan una amplia gama de actividades para terceras empresas –incurriendo en la
tendencia contraria a la especialización–, suscitando serias dudas respecto de si en su actividad
incurren o no en cesión ilícita de las personas trabajadoras. 

En este sentido, se constata un crecimiento exponencial de las denominadas “contratas glo-
bales o de gestión integral”1 –que combinan actividades como la limpieza, el control de accesos,
atención al cliente, mantenimiento de instalaciones, conserjería, vigilancia, etc.– y de “redes ho-
rizontales de empresas contratistas”2 con un objeto social referido, de forma indeterminada, a
la gestión integral de servicios frente al suministro puntual de las ETT, posibilitando un fuerte
desarrollo en todo tipo de tareas auxiliares para otras empresas. Tareas periféricas que aportan
escaso valor agregado a las empresas clientes que prefieren externalizarlas, en lugar de asu-
mirlas directamente, como ocurría hasta hace apenas dos décadas al permanecer verticalmente
integradas en la propia organización de la empresa cliente. Un  ejemplo de lo que se viene di-
ciendo, y que abunda en esta diversificación, es la proliferación de las plataformas digitales mul-
tiservicios, muchas de ellas de dimensión transnacional. Estas empresas, claro exponente de
la externalización intensiva de mano de obra, de la precarización del trabajo externalizado, se
presentan, sin embargo, como una herramienta fundamental para la materialización de proyec-
tos empresariales competitivos y de mejora de la calidad de los servicios.

Tratándose de una opción legítima en el marco de la libertad de empresa ex art. 38 CE y de
las contratas ex art. 42 ET, en el fondo subyace una realidad que excede por completo las pre-
visiones normativas al respecto y que pone de manifiesto la necesidad de un marco jurídico
nuevo, actualizado sobre la descentralización productiva –outsourcing– que dé respuestas acor-
des al carácter tuitivo idiosincrásico del Derecho del Trabajo, como pretende ahora, de forma
explícita, la reforma laboral de 20213. Si, como se ha anunciado, la reforma laboral pretende in-
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1 ESTEVE SEGARRA, A., Puntos críticos en el tratamiento jurisprudencial e inspector de la descentralización em-
presarial, la contratación laboral y las empresas multiservicios, Bomarzo, 2019, p. 15.
2 Ídem.
3 RD-L 32/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la reforma laboral, la garantía de la estabilidad en
el empleo y la transformación del mercado de trabajo.
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cidir sobre la regulación de la contratación de duración determinada y eliminar la preferencia
aplicativa del convenio de empresa en materia salarial, se habrá dado un significativo paso ade-
lante en la reducción de las situaciones de precariedad en el ámbito de la subcontratación4. 

Es fundamental, a nuestro juicio, no persistir en la idea impuesta desde el liberalismo eco-
nómico, según la cual el coste inevitable de incrementar la productividad y la competitividad es
reducir los costes laborales y huir del Derecho del Trabajo e implementar, sensu contrario, una
doble estrategia: de un lado, defensiva frente a la degradación de condiciones laborales en
estas empresas; pero, también, ofensiva frente a dumping social y la competencia desleal en
que incurren y que resulta del todo inadmisible en un estado social y democrático de derecho. 

Y es que hasta la última reforma laboral, era un hecho incontestable que resultaba más ven-
tajoso ser empresa cliente que empresario directo. De hecho, hace ya quince años que el pro-
fesor VALDÉS DAL-RÉ advertía que “el recurso por parte de las empresas a formas de
externalización de actividades ha propiciado la aparición de un modelo de organización empre-
sarial que ha arrumbado y dado al traste con el modelo anterior de empresa fordista”5. En este
sentido, algunas propuestas esbozadas sobre la subcontratación antes de la aprobación de la
reforma laboral de 2021 ya anunciaban la necesidad de incorporar modificaciones sustanciales
en el modelo imperante, cuando no la prohibición/limitación de la externalización en los sectores
donde más controversia se plantea, cimentados tanto en la igualación de condiciones de trabajo
vía negociación colectiva, como en el endurecimiento de las situaciones de subcontratación,
con algunas peculiaridades de tratamiento jurídico en relación con la externalización de trabajos
estructurales, de una parte, y de actividades auxiliares de la empresa principal, de otra. Pero
también sobre la discriminación por razón de sexo implícita en las operaciones de externaliza-
ción de departamentos altamente feminizados por las cadenas hoteleras, como es el caso de
los servicios de limpieza y mantenimiento de habitaciones y cuyo resultado no es otro que un
beneficio económico empresarial a costa de una rebaja en los salarios de las personas traba-
jadoras -por la vía de la aplicación de convenio colectivo distinto al que rige las relaciones labo-
rales de las personas trabajadoras del hotel entre las que este colectivo se encontraba
incluido–6.
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4 DIRECTORIO NET21, Subcontratación y precariedad. Una relación que se puede romper, n.º 7, diciembre 2021.
5 VALDÉS DAL-RÉ, F., “La reforma del régimen jurídico de las contratas y subcontratas: las otras novedades”,
Relaciones laborales: Revista crítica de teoría y práctica, n.º 1, 2007, p. 22.
6 Una muestra de aplicación inadecuada del canon de equidad de género se aprecia en la STS, 4.ª, de 20 de no-
viembre de 2015 (rcud. 104/2015) de la que fue ponente el magistrado López García de la Serrana y que niega
la existencia de discriminación indirecta derivada de la política de externalización del servicio de camareras y lim-
pieza de habitaciones de los hoteles Meliá Barajas y Tryp Alameda, previo despido colectivo por razones produc-
tivas y organizativas, de su propio personal empleado en tal categoría (un total de 52 personas despedidas, y
entre ellas solo tres eran varones). El Pleno del TS confirma la sentencia de suplicación –STSJ de Madrid, de 19
de noviembre de 2014 (n. 970/2014)– prescindiendo del análisis de la situación con perspectiva de género, ob-
viando la feminización del servicio afectado y basando su análisis de la legitimidad, justificación y racionalidad de
la externalización en términos de eficacia de la organización productiva. Resolviendo que “no hay un tratamiento
peyorativo de la mujer pues la decisión de externalizar los servicios de limpieza es ajena al sexo de los trabaja-
dores afectados, pues se ha tomado por razones objetivas, relacionadas con una mejor organización del servicio
que, además, redundaría en una reducción de costes y no con el fin de prescindir de trabajadores del sexo feme-
nino. La decisión de externalizar (…) se habría tomado igual si todos los afectados fuesen varones, lo que apli-
cando el “test de but for” nos lleva a concluir que es ajena a toda discriminación indirecta prohibida por la Ley (…)”
(FJ 4.3). La sentencia fue objeto de un voto particular formulado por la magistrada Virolés Piñol, al que se adhi-
rieron los magistrados Salinas Molina, Segoviano Astaburuaga y Agustí Julia. En él se indica que el voto mayori-
tario adopta una interpretación desafortunada y simplista del concepto de discriminación indirecta, obviando que
es la empresa quien provoca el trato peyorativo en perjuicio de la mujer cuando afecta a todo el departamento
con el despido colectivo. Después, idéntico sentido en la STS, 4.ª, 197/2021, de 12 de febrero (rcud. 2839/2019),
de la que es ponente el magistrado García-Perrote Escartín, también con voto particular de la magistrada Virolés
Piñol. Más detalles al respecto en RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, S., “La perspectiva de género en la aplicación e in-
terpretación de las normas por la Sala de lo Social del Tribunal Supremo”, Revista Trabajo y Derecho, n.º 76,
2021, pp. 13 y ss.
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En los momentos en que se cierran estas páginas, recién entrada en vigor la reforma laboral
de 2021, se deja indemne la premisa sobre la que se sustenta la subcontratación en España7,
esto es, la propia actividad –a cuya prohibición se renuncia en favor de su utilidad para solventar
problemas organizativos derivados de la fluctuación de la demanda8–, pero se establecen nue-
vos límites a la subcontratación que se presentan como una herramienta indispensable, junto a
otras, para reducir las elevadas e intolerables tasas de temporalidad y precariedad vigentes en
nuestro país9. Siendo cierto que una buena reforma debería exigir “que quienes trabajen para
empresas contratistas disfruten de las condiciones esenciales de trabajo y empleo aplicables a
la empresa cliente10”, también lo es que con la modesta aportación de la reforma laboral de
2021 en este ámbito se espera que no solo aumente el salario de las mujeres en las subcon-
tratas, ayudando a cerrar la brecha de género, sino conseguir la reivindicada mejora de las re-
tribuciones de las actividades de subcontratación feminizadas11. Con el retorno a la prevalencia
del convenio del sector sobre el de empresa, en los términos previstos en el art. 84.1 ET, la apli-
cación de las condiciones salariales del convenio de la actividad que se presta por las subcon-
tratas y la recuperación de la ultractividad de los convenios, se espera volver a centrar los futuros
esfuerzos negociadores en las subidas salariales. 

La norma de urgencia12, fruto del acuerdo logrado el 23 de diciembre de 2021 en el marco
de un exitoso diálogo social tripartito ausente durante largo tiempo en España, ha incorporado
modificaciones fundamentales en el art. 42 ET –sobre todo, en materia de negociación colec-
tiva13, pero no solo– que lo que persiguen es poner coto a la práctica estimulada con la reforma
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7 Y ello pese a que el acuerdo del gobierno de coalición comprometía la modificación de la regulación contenida
en el art. 42.1 ET, con el objetivo de circunscribir el recurso a la descentralización productiva a los “servicios es-
pecializados ajenos a la actividad principal de la empresa”. Se partía de que la desprotección que actualmente
sufren las personas que realizan actividades complementarias podría solucionarse mediante la eliminación del
requisito de la propia actividad del texto del referido precepto, deviniendo en universal la garantía solidaria de
cobro a la totalidad de actividades subcontratadas. Y, en esta línea, la letra del acuerdo parecía remitir a un com-
promiso de limitación de las libertades de autoorganización de la empresa, mediante el trámite de prohibir, o al
menos limitar, la subcontratación de la actividad principal de la empresa. Vid. DIRECTORIO NET21, Subcontra-
tación y precariedad. Una relación que se puede romper, n.º 7, diciembre 2021.
8 Y ello porque, como se ha apuntado, la versión final “no asume la propuesta radical de irradiar las garantías del
art. 42 ET a toda actividad, no solo la propia”, en DUEÑAS HERRERO, L., “Negociación colectiva + diálogo social
= acuerdo de gobernanza: la reforma laboral 2021 de la devaluación salarial de la subcontratación”, NET21, n.º
8, enero 2022, p. 4, disponible en https://www.net21.org/negociacion-colectiva-dialogo-social-acuerdo-de-gober-
nanza-la-reforma-laboral-2021-de-la-devaluacion-salarial-de-la-subcontratacion/
9 Las actividades que desarrollan las camareras de piso forman parte de la ‘propia actividad’ de la empresa prin-
cipal, en los términos restrictivos que maneja la doctrina judicial, que aplica, como es sabido, la teoría del ciclo
productivo. Y ello porque, las tareas de limpieza y puesta a punto de habitaciones y zonas comunes de las em-
presas hoteleras –así lo ha confirmado la STS 11-11-2021 (rec. 3330/2019) en referencia a una cadena hotelera
que subcontrata el servicio de limpieza de las habitaciones, actividad que la propia sentencia declara que se co-
rresponde con el núcleo central de la empresa hotelera– no son de naturaleza accesoria o auxiliar, sino que se
inscriben en el núcleo central de las actividades inherentes al ciclo productivo de la empresa cliente. 
10 LÓPEZ ANIORTE, C., “Hacia la dignificación del trabajo externalizado, con particular atención a las empresas
multiservicios”, NET21, n.º 1, marzo 2021, disponible en https://www.net21.org/hacia-la-dignificacion-del-trabajo-
externalizado/
11 CC.OO., Por la igualdad real, contra la brecha salarial, Secretaria Confederal de Mujeres, Igualdad y Condiciones
de trabajo de CC.OO., 2022, p. 26.
12 Convalidada por Resolución de 3 de febrero de 2022, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la
publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 32/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes
para la reforma laboral, la garantía de la estabilidad en el empleo y la transformación del mercado de trabajo, en
BOE n.º 33, de 7 de febrero.
13 In extenso, MERINO SEGOVIA, A. y GRAU PINEDA, C., “La subcontratación de obras y servicios en el RD-L
32/2021: a propósito de la realidad social y laboral de las camareras de piso”, Revista Derecho Social, n.º 96,
2022.
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laboral de 2012 que propiciaba “la sustitución paulatina del personal contratado de forma directa
por otro contratado de forma indirecta, particularmente a través de las llamadas “empresas de
multiservicios” (…) [y que tuvo como consecuencia inmediata] la precarización de las condicio-
nes laborales del “personal indirecto” en estos sectores, máxime en aquellos donde se contaban
con caldos de cultivos convencionales más favorables, como es el caso del ‘acogedor’ convenio
colectivo del sector de hostelería14”.

Tal como ha subrayado el profesor FERNÁNDEZ AVILÉS, desde hace más de dos décadas,
“las transformaciones de las estructuras productivas, apoyadas en procesos de externalización,
descentralización, y subcontratación o outsourcing, están permitiendo, en lo económico, incre-
mentar la productividad y la competitividad, con reducción de costes laborales para las empresas
pero, desde la perspectiva laboral, lo hacen a costa de la huida del trabajo asalariado, de la de-
bilidad sindical, de la regulación convencional precaria, de la mayor siniestralidad laboral y de
dificultar las garantías de seguridad social15”. En defnitiva, es en el sector de la hostelería en el
que la subcontratación precarizante o el outsourcing de la precariedad, al que antes se hacía
referencia, alcanza cotas insospechadas y tiene efectos nefastos como pretende demostrarse
en las páginas que siguen respecto del colectivo concreto de las camareras de pisos o Kellys.

2. EL FENÓMENO “KELLYS”: LAS RAZONES DE SU APARICIÓN EN ESCENA

La industria del turismo en España ha ido ganando, y seguirá haciéndolo en cuanto se con-
siga superar la pandemia COVID-19, cada vez más peso en la economía nacional y mundial.
El año 2021 dejó indicadores claros de recuperación de la actividad económica y se cerró con
niveles de ocupación superiores a los registrados al cierre de 2019. En concreto, según recientes
datos de CC.OO., 218 mil personas más que entonces, de las que 196 mil son mujeres16.

Sin embargo, como acertadamente se ha señalado, “esta historia de supuesto éxito des-
cansa sobre un gran deterioro de las condiciones de trabajo (y de vida) de la base de la pirámide:
las mujeres que limpian y arreglan las habitaciones de hoteles y apartamentos17”. Y es que no
se trata solo de una cuestión de devaluación salarial incomprensible frente al boom del sector,
sino de una acumulación de recortes de derechos reconocidos formalmente como el de igualdad
(en sentido amplio) o a la salud, entre otros, de los que hay que tomar conciencia inmediata.
Las camareras de piso son mayoritariamente las que ‘sufren’ la temporalidad y la precariedad
laboral, por estar sometidas a contratos temporales y a tiempo parcial, sin una relación estable
por tiempo indefinido18 y trabajar a resultado, garantizando a la empresa hotelera la puesta a
punto de un determinado número de habitaciones por empleada. 

Los últimos datos disponibles revelan que en la hostelería trabajan un 56 % de mujeres. A
pesar de ser más de la mitad del colectivo de personas asalariadas en este sector de actividad,
las mujeres perciben una ganancia bruta por debajo de la media. En 2019, la diferencia de la
ganancia media anual de las mujeres respecto a los hombres fue en hostelería de 2.724,18
euros (20,3 %)19. Las condiciones de temporalidad y trabajo a tiempo parcial en sectores como
el que nos ocupa, son aún más acusadas para las mujeres, llegando a alcanzar tasas muy su-
periores a las de la media nacional, donde el 42,63 % de las mujeres trabaja a tiempo parcial y
un 35,34 % lo hace con contratos temporales. 
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14 POYATOS I MATAS, G., “Externalización en el sector de hostelería e impacto de género: “Las Kellys” versus
empresas multiservicios”, RTSS. CEF, n.º 409, 2017, p. 141.
15 FERNÁNDEZ AVILÉS, J. A., “Empresas multiservicios y dumping social: Estado de la cuestión”, RTSS. CEF,
n.º 405, 2016, p. 5.
16 CC.OO., CC.OO. se mueve contra la brecha, 22 de febrero 2022, op. cit., p. 5. 
17 CAÑADA, E., Las que limpian los hoteles. Historias ocultas de precariedad laboral, Icaria, 2015.
18 Véase MONEREO PÉREZ, J. L., “La garantía de los derechos de los trabajadores en la subcontratación em-
presarial”, Derecho de las Relaciones Laborales, n.º 2, 2016, pp. 110 y ss.
19 CC.OO., CC.OO. se mueve contra la brecha, 22 de febrero 2022, op. cit., p. 9. 
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La “precarización leonina20” alcanzada por este colectivo ha agravado la situación de debi-
lidad y vulnerabilidad, con riesgo de discriminación múltiple e interseccional21, con condiciones
laborales que se hacen depender del precio y de las cláusulas incorporadas al contrato mercantil
que sustenta la contrata. La posición de las camareras de piso externalizadas queda, a su vez,
enormemente debilitada por un sistema legal de negociación colectiva que desde la reforma la-
boral de 2012 y hasta el RD-L 32/2021 ha facilitado la fijación de los salarios en convenios co-
lectivos de empresa, ampliamente utilizados por las empresas multiservicios para huir del
convenio del sector e imponer sus propias condiciones de trabajo a la baja.

En España, las camareras de piso representan más del 30% de las plantillas, directas e in-
directas, de los establecimientos hoteleros. Se hace referencia a ellas en femenino porque cerca
del 98 % del total son mujeres. Entre estas trabajadoras han predominado las externalizadas,
con contratos de duración determinada –de 3 a 6 meses, muchas veces no renovados–, siendo
muy pocas las beneficiarias de contratos indefinidos. No todas las contratistas son empresas
de servicios especializadas en la prestación de servicios que ofertan, sino al contrario, empresas
generalistas. Y, muchas camareras de piso son contratadas por empresas multiservicios, que
han venido a sumar precariedad a sus condiciones de trabajo precedentes, con tendencia a do-
tarse de convenios colectivos propios que las devalúan, aplicando, en su defecto, la norma es-
tatutaria. Todo ello, paradójicamente, en un contexto de empleo decente22 como al que se dice
propender. 

La limpieza y puesta a punto de habitaciones y zonas comunes en los alojamientos turísticos
son las actividades que asumen las camareras de pisos que limpian, de media, 30 habitaciones
de hotel al día, transportan carros de hasta 100 kilogramos y recorren, aproximadamente, 15
kilómetros durante cada jornada laboral. Los trabajos que realizan son, además, en su mayoría
temporales y, por lo común, cobran de media entre 2 y 3 euros por habitación. Estos datos ob-
jetivos evidencian la precariedad de estas actividades, que, incurriendo en ilegalidad manifiesta,
no suelen alcanzar el salario mínimo interprofesional, al tratarse de una suerte de retribución
por resultado. 

Todo lo antedicho, las coloca en una posición privilegiada, permítase la ironía, para engrosar
esa nueva categoría de “personas trabajadoras pobres” que se maneja en los últimos años de
forma recurrente por los medios de comunicación, en la que se encuadran personas trabajado-
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20 Como llega a reconocerse explícitamente en sentencias del TS como la del caso Hoteles Meliá, de 20 de no-
viembre de 2015 (rec. 104/2015), en el que se dirime si el despido de las empleadas del departamento de pisos
de dos establecimientos de esa conocida cadena, como consecuencia de la baja ocupación que con carácter ge-
neral tenían y de la necesidad de reorganizar y optimizar los recursos para intentar paliar el descenso de la fac-
turación, podría contravenir algún principio del ordenamiento como la no discriminación y el respeto a la dignidad
de las personas. Un imprescindible comentario en MARTÍNEZ MORENO, C., Brecha salarial de género y discri-
minación retributiva: causas y vías para combatirlas, Bomarzo, 2019, pp. 85 y ss.
21 Suelen confluir en ellas circunstancias discriminatorias tales como el género, la edad, la nacionalidad y/o el
nivel de cualificación, entre otras posibles. De ahí la importancia crucial de manejar nuevos conceptos como el
de “interseccionalidad”, producto evolucionado de la “transversalidad”, con que las instituciones europeas pre-
tenden combatir la desigualdad de género en el próximo quinquenio (Estrategia Europea para la Igualdad de Gé-
nero, 2020-2025). Según datos recientes tanto de la OIT como de la EAPN (Red Europea de Lucha contra la
pobrezas y la exclusión social), son uno de los colectivos que nutren la nueva categoría de “personas trabajadoras
pobres”. Más detalles en EUROPEAN COMMISSION, A comparative analysis of gender equialty law in Europe
2020, Directorate-General for Justice and Consumers, February 2021, dsponible en 1589-a-comparative-analy-
sis-of-gender-equality-law-in-europe-2020-pdf-1-81-mb (humanconsultancy.com)
22 La ausencia de las 4 dimensiones definitorias del trabajo decente de la OIT, entendido como trabajo productivo
que se desarrolla en condiciones en condiciones de libertad, equidad, seguridad y dignidad es evidente. La Agenda
2030, en general, y el ODS 8, en particular persiguen la promoción del trabajo decente y el crecimiento económico.
Un crecimiento económico inclusivo y sostenido que suponga progreso, cree empleos decentes y mejore los es-
tándares de vida de la población. Justo lo contrario de lo que venimos aquí planteando. Más detalles en
https://www.ilo.org/global/topics/sdg-2030/lang--es/index.htm
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ras que viven en hogares que se encuentran por debajo del umbral de la pobreza. Si bien la po-
breza en el mundo desarrollado se asocia, a menudo, con desocupación, la pobreza severa/ex-
trema acentuada tras la última gran depresión puso de manifiesto que, incluso en el mundo
desarrollado, termina siendo un problema relacionado con la calidad de la ocupación. No resulta
extraño, en este contexto, que la reforma laboral de 2021 haya dirigido buena parte de su con-
tenido a recuperar un principio basilar del Derecho del Trabajo, cual es el de estabilidad en el
empleo para intentar revertir una precariedad laboral “cuyo paroxismo se localiza, a partir de la
crisis económica de la austeridad, en la ‘normalización’ de los estados de pobreza de las per-
sonas que cuentan con empleo23”. Y, en este sentido, la reducción de la pobreza de acuerdo
con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS)24 requiere aumentar no solo las oportunidades
de ocupación sino los ingresos o rentas del trabajo de las personas trabajadoras pobres que,
sin embargo, son incapaces de superar el umbral de pobreza por sí mismas y sus familias.

En España, según datos de la Red Europea de Lucha contra la Pobreza y la Exclusión Social
y su Informe anual de seguimiento del indicador AROPE –At Risk Of Poverty and/or Exclusion25–
, si bien la pobreza severa/extrema descendió antes de la pandemia, ha aumentado como con-
secuencia de ella y el número de personas trabajadoras pobres ronda ya los once millones (un
millón más que en el año 2008), lo que nos sitúa en la quinta posición a nivel europeo26 y ello
pese al incremento en el SMI 2020 y 202127.

En el año 2020 la tasa AROPE femenina alcanzó al 27,2 % del total de mujeres, 1,2 puntos
porcentuales más que el valor registrado el año anterior. En términos absolutos, hay algo más
de 6 millones y medio de mujeres y casi 6 millones de hombres en riesgo de pobreza y/o exclu-
sión social. El incremento relativo es muy similar al de los hombres, cuya tasa, sin embargo, es
algo inferior. Este año las diferencias por sexo aumentan ligeramente en 2 décimas, aunque
aún se mantienen dentro de la tónica habitual, es decir, distancias mínimas que no reflejan la
enorme disparidad de género que se constata, por ejemplo, en el mercado de trabajo28. Sin em-
bargo, si se amplía las miras, resulta que desde el año 2015 la tasa masculina se ha reducido
en 3,4 puntos porcentuales, mientras que la femenina lo ha hecho en un escaso 1,1 puntos.
Dado que la tasa para ambos sexos debe reducirse 4,8 puntos porcentuales, se puede concluir
que, en términos de pobreza y exclusión, la igualdad de género se aleja aún más29.

Estos datos no son baladíes, sino que cobran todo su sentido en el nuevo marco europeo
de propósitos y prioridades que asume los ODS especificados por la ONU en la Agenda 2030
para el Desarrollo Sostenible, que parte de la base de que la erradicación de la pobreza es el
mayor reto mundial y que no se puede alcanzar sin generar un desarrollo que sea sostenible,
es decir, que no hipoteque ni ponga en peligro la capacidad de las generaciones futuras para
satisfacer sus propias necesidades30.
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23 TRILLO PÁRRAGA, F. J., “El contrato fijo-discontinuo en la reforma laboral de 2021”, NET21, febrero 2022, p. 1.
24 ONU. Objetivos de Desarrollo Sostenible. Disponible en:
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/objetivos-de-desarrollo-sostenible/
25 EAPN, El estado de la pobreza. Seguimiento del indicador de pobreza y exclusión social es España, 2008-
2020, 11.ª informe, 2021. Disponible en https://www.eapn.es/estadodepobreza/descargas.php, p. 5
26 Ídem, p. 11. La tasa AROPE se mantiene como uno de los dos indicadores para evaluar la meta 1.2 de la Agenda
2030, que especifica literalmente que en el periodo 2015-2030, se debe “reducir al menos a la mitad la proporción
de hombres, mujeres y niños de todas las edades que viven en la pobreza en todas sus dimensiones con arreglo
a las definiciones nacionales”. La aplicación esta meta al caso de España implica, entre otras cuestiones, que
para 2030 la pobreza en España no podrá superar el 11,05 %, o lo que es lo mismo, deberá afectar a menos de
5.132.677 personas, estando la tasa actual en los 12.5 millones (26,4 % de la población española).
27 Real Decreto 231/2020, de 4 de febrero, por el que se fija el salario mínimo interprofesional para 2020 y Real
Decreto 817/2021, de 28 de septiembre, por el que se fija el salario mínimo interprofesional para 2021.
28 EAPN, El estado de la pobreza. Seguimiento del indicador de pobreza y exclusión social es España, 2008-
2020, op. cit., pp. 19-20
29 Ídem, p. 20.
30 A partir de este reconocimiento, la Agenda 2030 detalla 17 objetivos de desarrollo sostenible que se desgranan
en 169 metas que afrontan los retos que debe asumir la comunidad internacional para atender a distintas expre-
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En definitiva, este es el contexto en el que hay que ubicar, como contrapartida positiva, la
movilización espontánea del colectivo bajo la autodenominación de las Kellys31, una asociación
autónoma que apuesta por la autoorganización32 y que tiene como objetivo visibilizar la proble-
mática de las camareras de piso, así como contribuir a la mejora de su calidad de vida33. Este
colectivo heterogéneo de mujeres trabajadoras, en los últimos años se ha organizado sindical-
mente, para dar solución a los múltiples factores de discriminación que en ellas confluyen –gé-
nero, edad, nacionalidad, formación y cualificación, etc.– y que han servido de cordón umbilical
para unirlas en su lucha por la “reconquista” de los derechos socio-laborales perdidos por el ca-
mino de la subcontratación precarizante, del outsourcing de la precariedad antes referido34. En
realidad, se está ante un ejemplo de la renovación de la lucha obrera, de cómo un colectivo
prexistente, al ver cómo sus condiciones de trabajo se deterioran y precarizan por distintas cau-
sas que se analizarán a continuación, se organiza para defender sus intereses colectivos y rei-
vindicar de sus derechos laborales frente a la devaluación salarial y de condiciones de trabajo,
la sobrecarga laboral, las jornadas de trabajo excesivas o la ausencia de medidas de protección
de la salud, entre otras muchas.

3. LOS PROBLEMAS FRENTE A LOS QUE SE MOVILIZAN LAS KELLYS

3.1. La deficiente regulación laboral del outsourcing y sus terribles consecuencias: la
reforma de la contratación laboral en la reforma laboral de 2021 

Como es sabido por todas, el mercado laboral español arrastra desde hace más tiempo del
deseado desequilibrios internos que, como se ha dicho, “no solo agravan los ciclos económicos
y lastran los aumentos de productividad, sino que aumentan la precariedad y profundizan las
brechas sociales, territoriales y de género35”. Siendo cierto y verdad que el abuso de la tempo-
ralidad es una de las razones que está detrás de los grandes males de la economía
española –baja productividad, debilidad estructural de la economía española y cronificación de
la precariedad–, el uso desviado de la contratación temporal solo puede explicarse desde su
utilidad como instrumento de flexibilidad empresarial.

Ahora, el RD-Ley 32/2021 intenta, de nuevo, “que el contrato indefinido sea la regla general
y el contrato temporal tenga un origen exclusivamente causal, evitando una utilización abusiva
de esta figura y una excesiva rotación de personas trabajadoras”. Y se insiste en lo “de nuevo”,
porque, como se ha apuntado, atendiendo al “fracaso de las intervenciones que se han produ-
cido en las dos últimas décadas”36, cabría preguntarse si esta reforma será capaz de alterar/mo-
dificar/finiquitar una práctica tan enquistada en nuestro sistema de relaciones laborales.

Este es el contexto en el que cabe ubicar una de las demandas históricas de las camareras
de piso, que no ha sido otra que la de prohibir la subcontratación de las tareas que realizan, por
formar parte de la actividad principal del alojamiento turístico, apelando también a una modifi-
cación del art. 42.1 ET que les garantice la igualdad en sus condiciones laborales y que la re-
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siones de un mundo global. Además, se definen 231 indicadores necesarios para una evaluación adecuada de
diferentes ámbitos: económicos, sociales, medioambientales e institucionales.
31 Las camareras de pisos son conocidas como las Kellys, denominación que proviene de un popular juego de
palabras: ‘la Kelly, la que limpia’.
32 Manifiesto Kellys disponible en https://laskellys.wordpress.com/manifiesto/
33 Con propuestas como Haz posible la “Central de Reservas de las Kellys” vinculada al sello de trabajo justo y
de calidad en https://www.goteo.org/project/las-kellys
34 Las Kellys nacieron como un grupo de WhatsApp en 2014, crearon una asociación en 2016 y en la actualidad
han formado el Sindicato Las Kellys. Son ejemplo de lo que hoy se conoce como neo-sindicalismo.
35 Exposición de Motivos (II) del Real Decreto-ley 32/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la re-
forma laboral, la garantía de la estabilidad en el empleo y la transformación del mercado de trabajo.
36 GOERLICH PESET, J. M.ª, “¿Es necesario revisar el marco de la contratación temporal”, Revista Documentación
Laboral, vol. 110, 2017, p. 13.
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forma laboral de 2021 ha evitado abordar. Este precepto, controvertido como pocos otros en la
norma estatutaria –aunque, paradójicamente haya mantenido sus rasgos esenciales sin grandes
variaciones desde la versión de 1980 de la norma estatutaria37–, regula una concreta modalidad
de actuar en el mercado a través de la descentralización productiva, cuando una empresa con-
trata o subcontrata con otra la realización de tareas o servicios correspondientes a su propia
actividad. Lo que contempla la norma es el trasvase de una parcela del proceso productivo para
que, de manera temporal, otra empresa realice, con personal propio, parte de la actividad de la
empresa principal. No se trata, por tanto, de la existencia de una relación de mera colaboración
productiva, sino de subcontratación sobre la propia actividad entre una empresa principal y una
empresa subsidiaria. Deben concurrir, en consecuencia, tres elementos: subjetivo –dos empre-
sas reales–, negocial –realización de obras y servicios por la contratista para la principal– y ob-
jetivo –encargo realizado a la contratista que se corresponda con la propia actividad de la
principal–.

Repárese en que en el sector turístico, la cesión ilegal de personas trabajadoras suele venir
asociada a la actividad de las empresas de multiservicios, cuando no aportan los elementos
productivos –materiales y organizativos– característicos de un proyecto empresarial concreto y
cierto, por carecer de una actividad y una organización propias y estables, en los términos exi-
gidos por el ET. La falta de una estructura organizativa apropiada impide a estas empresas ga-
rantizar condiciones que les permitan hacer frente a sus obligaciones legales, en relación con
las personas que contratan, muchas veces menoscabando la calidad de los servicios que pro-
porcionan y favoreciendo, además, el trabajo informal y, como se ha visto, la rotación y la tem-
poralidad. Solo existirá una verdadera contrata cuando la contratista desarrolle una actividad
empresarial y disponga de patrimonio, instrumentos, maquinaria y organización estables, pu-
diéndosele imputar efectivas responsabilidades contractuales38. La contratista debe, además,
aportar una dirección y gestión propias, con asunción de riesgos, y una plantilla sobre la que
ejerce su poder de mando, así como los derechos, obligaciones, riesgos y responsabilidades
inherentes a su condición de empleadora39. 

Ahora bien, para excluir la interposición ilícita no es suficiente la existencia de una empresa
contratista real, pues la cesión ilegal se da cuando esta “se limita a suministrar la mano de obra
sin poner a contribución los elementos personales y materiales que conforman su estructura
empresarial”40. En consecuencia, “que la contratista sea una empresa real y no ficticia, no impide
que pueda apreciarse la existencia de cesión ilegal, ya que no basta la existencia de un empre-
sario real para excluir la interposición ilícita por parte del contratista”41. 

La cuestión es sumamente compleja y para establecer una línea divisoria entre la subcon-
tratación permitida y la cesión ilegal se ha de atender a lo establecido en el art. 43 ET, que ex-
presamente señala que existe prestamismo ilícito de mano de obra cuando se dé alguna de las
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37 NORES TORRES, L. E., “La reforma del art. 42 ET en el RDL 32/2021, de 28 de diciembre”, Revista Labos, vol.
3, Número extraordinario ‘La reforma laboral de 2021’, 2022, p. 74.
38 Véanse las SSTS 8-7-2020, rec. 14/2019, y 8-9-2020, rec. 25/2019.
39 SSTS 8-7-2020, rec. 14/2019, y 8-9-2020, rec. 25/2019. “El hecho de que la empresa cedente, la que contrata
al trabajador, sea quien le pague los salarios y quien le dé de alta en Seguridad Social no es indicativo de que la
cesión ilegal no exista, pues si tal no ocurriera, simplemente el tema ni siquiera podría plantearse. Y […] tampoco
es óbice para la posible existencia de la cesión ilegal el que la empresa cedente contrate también a determinados
mandos intermedios que dan órdenes a los trabajadores presuntamente cedidos ilegalmente pero que, en realidad,
dichos mandos intermedios reciben las órdenes de los mandos superiores de la empresa cesionaria, es decir,
que ellos mismos –esos mandos intermedios– pueden ser, a su vez, trabajadores cedidos ilegalmente”, STS 8-
5-2021, rec. 646/2019.
40 STS 12-12-1997, rec. 3153/1996.   
41 STS 19-1-1994, rec. 3400/92. El TS –por todas, STS 6-5-2020, rec. 2414/2017– ha recordado que se incurre
en la cesión ilegal de mano de obra contemplada en el art. 43 ET cuando se dé alguna de las siguientes circuns-
tancias: “que el objeto de los contratos de servicios entre las empresas se limite a una mera puesta a disposición
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circunstancias previstas en la norma; esto es, mera puesta a disposición de personas trabaja-
doras, o ausencia, en relación con la empresa cedente, de una actividad u organización propia
y estable, o de los medios necesarios para el desarrollo de su actividad productiva o, en fin,
falta de ejercicio de las funciones inherentes a su condición de empresaria. En consecuencia,
si la empresa contratada o subcontratada interviene con su propia infraestructura se podrá estar
ante una descentralización de actividad lícita, siempre que la contratista, además de no limitarse
a poner mano de obra a disposición de la principal, ejerza sobre el personal externalizado su
poder de dirección y organizacional y sea una empresa real. Esto, naturalmente, no siempre es
fácil de dilucidar. De hecho, cuando la actividad productiva objeto de subcontratación no requiera
aportar una infraestructura material especialmente relevante se complica aún más si cabe el
esclarecimiento de la cuestión. Es el caso de las contratas de servicios fundadas sustancial-
mente en mano de obra42, cuando la actividad se ejecuta en el centro de trabajo de la empresa
principal. La tarea de identificar el fenómeno de interposición ilícito exige, en palabras del TS,
“un análisis detallado de cada caso concreto para tratar de establecer los límites entre una lícita
descentralización productiva” –art. 42 ET– “y una cesión ilegal” –art. 43 ET–, considerando con
detenimiento “las circunstancias concretas que rodean la prestación de servicios […], las rela-
ciones efectivamente establecidas” entre la persona trabajadora y “las empresas que figuran
como comitente y contratista, y los derechos y obligaciones del nexo contractual existente entre
estas últimas”43. Esta doctrina da cuenta de “una aplicación formalista del concepto de cesión
ilegal”, con una valoración conjunta de circunstancias, pese a que el tenor legal, como se ha in-
dicado, permite concluir que es suficiente con que acontezca una sola de las legalmente rese-
ñadas en el vigente art. 43.2 ET44.

En resumidas cuentas y tratándose de las camareras de piso, se ha acreditado cesión ilegal
de mano de obra en supuestos como los siguientes45: 

a) cuando existe total identidad entre las actividades desarrollada por las personas subcon-
tratadas y las de la empresa cliente; 

b) cuando la externalización del servicio de camareras de piso no es real, debido a que la
dirección del hotel ejerce un mando efectivo y directo sobre la plantilla de la empresa subcon-
tratada46; 
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de los trabajadores de la empresa cedente a la empresa cesionaria, o que la empresa cedente carezca de una
actividad o de una organización propia y estable, o no cuente con los medios necesarios para el desarrollo de su
actividad, o no ejerza las funciones inherentes a su condición de empresario”. 
42 Algunos supuestos concretos en los que la doctrina judicial ha declarado cesión ilegal de las empresas de ser-
vicios y multiservicios constatan que, no pocas veces, la única razón por la que emerge la contratista es el pres-
tamismo laboral, esto es, el mero suministro de personas trabajadoras formalmente adscritas a la contrata, para
su uso por la empresa principal, sin una infraestructura empresarial adecuada para operar lícitamente en el tráfico
jurídico mercantil, ni ejercicio de mando por parte de la contratista (STS 6-5-2020, rec. 2414/2017). De este modo,
la interposición ilegal se produce cuando la empresa principal dispone de la mano de obra de la prestamista como
si estuviera integrada en su propia estructura de personal, pero con condiciones laborales inferiores a las de las
personas trabajadoras que configuran su plantilla formal; o cuando la persona trabajadora no está integrada en
el ciclo productivo de quien la cede, aunque obtiene un lucro de ella (STS 16-5-2019, rec. 3861/2016, con voto
particular). 
43 STS 15-9-2021, rec. 184/2019, con referencia a la STS 30-5-2002, rec. 1945/2001.
44 ESTEVE SEGARRA, A. y TODOLÍ SIGNES, A., “Cesión ilegal de trabajadores y subcontratación en las empre-
sas de plataformas digitales”, Revista de Derecho Social, núm. 95, 2021, pp. 48-49.
45 Algunos pronunciamientos judiciales han decretado que no existe cesión ilegal de las camareras de piso por no
concurrir los requisitos establecidos en el art. 43 ET. Por todas, SSTSJ Andalucía, Granada, 8-6-2005, rec.
3539/2004; Andalucía, Málaga, 19-6-2019, rec. 398/2019.
46 STSJ Islas Canarias, Las Palmas, 28-9-2004, rec. 479/2004, declarando que ha existido una mera cesión de
mano de obra, pues se ha utilizado la vía del art. 42 ET “para contratar a camareras de pisos, que son una cate-
goría propia de la hostelería y que realizan su labor en el interior de la empresa sometida en términos absolutos
de poder de dirección y organización de la empresa codemandada que obviamente las dirige a través de su propio

DL entera 125_Maquetación 1  21/06/22  12:09  Página 149



c) cuando la empresa subcontratada actúa “como una mera pantalla formal a los efectos de
trasladar nominalmente al grupo de trabajadoras [...] a una mercantil que no ejerce ninguna fun-
ción propia y real como empresa”47; 

d) cuando la empresa principal no subcontrata a una empresa de limpieza para su hotel,
sino que constituye una dentro de su grupo, sin que aquella realice funciones como ocupadora; 

e) cuando es el hotel el que costea y facilita el material de limpieza y el que lleva a cabo la
dirección y control de la prestación de servicios, como camarera de piso inicialmente, y después
como gobernanta en los locales de la comitente, “asumiendo la responsabilidad de la organiza-
ción del trabajo de las camareras de pisos y su supervisión, así como del material necesario”48. 

3.2. Modalidades de contratación

Como se ha tenido ocasión de adelantar, uno de los núcleos de la reforma laboral del 2021
es el referido a la contratación laboral, con el explícito objetivo de corregir de forma decidida la
temporalidad excesiva que caracteriza a nuestro mercado de trabajo y, en lo que al interés de
esta aportación se refiere, al sector de la hostelería en general y al colectivo de las camareras
de piso en particular.

Y es que, como se ha señalado, “el mercado de trabajo español no resiste más. Las altas
tasas de temporalidad presentes desde la misma entrada en vigor de la primera edición del Es-
tatuto de los Trabajadores, junto al elevado desempleo que se desencadena de manera más
intensa en tiempos de crisis económicas, ha provocado que la precariedad laboral se haya ins-
talado con carácter general en aquel, afectando especialmente a las mujeres y a las personas
jóvenes”49.

3.2.1. La desaparición del contrato por obra o servicio determinado

La contratación de las Kellys se ha venido realizando única y exclusivamente en atención a
las necesidades del establecimiento hotelero50. A ello ha contribuido una doctrina judicial que
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personal por tratarse de una actividad tan vinculada a la hostelería”. En el mismo sentido, STSJ Andalucía, Sevilla,
21-6-2012, rec. 3104/2010, destacando que, tras formalizar los contratos la empresa contratista con las trabaja-
doras “que antes venían prestando servicios para la otra recurrente, todo siguió igual, sin que por la formalmente
contratante se mantuviera ninguna relación directa efectiva con las trabajadoras”; destaca la sentencia que, “ade-
más, la actividad de camarera de pisos, a diferencia de la de las meras limpiadoras, es inherente a la actividad
de la empresa y, por tanto, difícilmente externalizable. Por todas esas razones, hay que confirmar la sentencia
que estimó la demanda interpuesta por la autoridad laboral y declaró la existencia de cesión ilegal de trabajadoras,
desestimando los recursos interpuestos por las codemandadas”. 
47 Las SSTSJ Cataluña 14-4-2021, recs. 213/2021, 277/2021, sobre un supuesto de externalización del servicio
de limpieza del Grand Hotel Central desde Unico respecto de Serviprest con subrogación de las trabajadoras. El
hotel mantuvo todas las facultades como empleadora de la trabajadora, apareciendo la contratista “como una
mera pantalla formal a los efectos de trasladar nominalmente al grupo de trabajadoras, entre ellas la actora, que
formaba parte de su plantilla en tareas de limpieza como camarera de pisos a una mercantil que no ejerce ninguna
función propia y real como empresa, siendo mero cedente de la mano de obra a la real empleadora Unico”.
48 La STSJ Madrid 26-3-2007, rec. 6304/2006, señala que “y lo que es más relevante, en el contrato de servicios
suscrito entre las codemandadas, el precio se fijaba en función del ‘precio del trabajador/hora’ […] lo que evidencia,
conforme argumenta la recurrida, que lo arrendado es la mano de obra y no la prestación de un servicio; […] es
la forma de retribución lo que pone de manifiesto que la ponderación del coste del personal es el elemento fun-
damental en la facturación; de ahí que pueda concluirse, conforme así lo hizo la sentencia de instancia, que lo
que ha existido en el caso de autos es un puro suministro de mano de obra entre ambas empresas codemandadas,
conformando todo ello un supuesto de cesión ilegal de trabajadores, prohibido por el art. 43 del ET”.
49 TRILLO PÁRRAGA, F. J., “El contrato fijo-discontinuo en la reforma laboral de 2021”, op. cit. p. 1.
50 Véase GOERLICH PESET, J. M.ª, “Competencia desleal, empresas de trabajo temporal y empresas de servicios.
A propósito de las SSAS 104 y 105/2014, de 30 de mayo”, Revista de Información Laboral, n.º 6/2014, pp. 5 y ss.
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entendió apropiado que las empresas contratistas hicieran uso del contrato para obra o servicio
determinado, dando la posibilidad de vincular su duración a la vigencia de la contrata, aun en
los casos en los que la actividad desarrollada para la empresa principal –limpieza y puesta a
punto de habitaciones y zonas comunes, en el caso que nos ocupa–, lejos de ser esporádica u
ocasional, o de ejecución limitada en el tiempo, tuviera carácter estructural. 

En estos casos, el contrato de obra o servicio “mantenía una causa válida mientras subsis-
tiera la necesidad temporal de empleados, porque la empleadora continuara siendo adjudicataria
de la contrata o concesión que había motivado el contrato temporal”, lo que impedía en tales
circunstancias considerar el contrato celebrado en fraude de ley siempre que quedara supedi-
tado al mantenimiento del vínculo mercantil por el que la contratista prestaba servicios para la
empresa matriz51. 

Sin embargo, entre los riesgos de esta doctrina, advertidos por el propio TS, se mencionan
desde la desnaturalización de la causa que justifica el acceso a la contratación temporal hasta
la irracionalidad de sostener que el grueso de la actividad que desarrollan quienes ofrecen ser-
vicios a terceros tenga la naturaleza excepcional que el contrato de obra o servicio pretende
atender con lo que lo entraña respecto de poner en peligro de la garantía perseguida por la Di-
rectiva 99/70/CE52. 

Todo ello terminó por generar, como no podía ser de otro modo, que, a finales de 2020, se
produjera un cambio de orientación, con la rectificación de la doctrina sostenida desde 1997 y
el consiguiente rechazo, en lo sucesivo, como causa válida del contrato la necesidad temporal
de mano de obra mantenida en tanto la contratista fuera adjudicataria de la contrata o concesión
que motivó la contratación temporal53. Se negaba, de esta forma, la contratación indirecta por
obra o servicio de las camareras de piso, fundando la prohibición en que la contrata es núcleo
esencial y continuado de la actividad de la empresa contratista. 

A tal solución se llega tras sucesivos y continuados pronunciamientos judiciales que habían
ido declarando la conversión del contrato en indefinido por ser la contrata, con el transcurso de
los años, una actividad permanente de la contratista, dejando de existir la causa que legalmente
convalida la posibilidad de la contratación temporal, cuando el cumplimiento de la condición re-
solutoria se pospone de manera indefinida54. Pero, además, se incorporaba, en sede judicial,
otra suerte de limitaciones fundadas en la prohibición de extinguir el contrato por decisión uni-
lateral de la contratista55, o por acuerdo entre esta y la cliente56, o en la negación, como justifi-
cación de la finalización del contrato, la reducción de la contrata por asunción de la principal de
una parte57 o por resolución parcial del encargo58. Se rechazaba, también, que el contrato pu-
diera ser considerado temporal a lo largo del tiempo cuando la expectativa de finalización “se
torna excepcionalmente remota”, habida cuenta del mantenimiento inusual y prolongado de la
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51 Según esta doctrina, “aun cuando no existe un trabajo dirigido a la ejecución de una obra entendida como ela-
boración de una cosa determinada dentro de un proceso con principio y fin”, sí se da “una necesidad de trabajo
temporalmente limitada para la empresa y objetivamente definida, siendo una limitación conocida por las partes
en el momento de contratar”. Con ello se aceptaba la existencia de “un límite temporal previsible en la medida en
que el servicio se prestaba por encargo de un tercero y mientras este se mantuviera”. Por todas, SSTS 20-7-
2017, rec. 3442/2015-; 4-10-2017, rec. 176/2016-; 14-11-2017, rec. 2954/2015-; 20-2-2018, rec. 4193/2015, y;
17-4-2018, rec. 11/2016.
52 Directiva 99/70/CE del Consejo, de 28-6-1999, relativa al Acuerdo marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre
el trabajo de duración determinada.
53 STS 29-12-2020, rec. 240/2018.
54 SSTS 19-7-1019, recs. 823/2017, 824/2017, 972/2017 y 1037/2017.
55 STS 2-7-2009, rec. 77/2007.
56 STS 14-6-2007, rec. 2301/2006.
57 SSTS 17-6-2008, rec. 4426/2006 y 23-9-2008, rec. 2126/2007.
58 STS 12-6-2008, rec. 1725/2007.
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adscripción de la persona trabajadora a unas mismas funciones por mor de modificaciones en-
cadenadas de la contrata59. 

A esta doctrina judicial, que ha ido evolucionado hasta llegar a la vigente declaración de ili-
citud del contrato de obra y servicio cuando su duración se anudaba al de la contrata –precisa-
mente porque la empresa contratista funda la esencia de su actividad en la prestación de
servicios para terceros–, hay que sumar otros pronunciamientos judiciales que ya habían sos-
tenido que los trabajos que realizan las camareras de piso no podían ser objeto del contrato
para obra o servicio determinado por carecer de autonomía y sustantividad propia60. Se negaba,
de este modo, a la empresa hotelera la opción de concertar contratos de esta naturaleza para
atender los servicios de limpieza y puesta a punto de habitaciones y zonas comunes.

Con todo y, como colofón al íter descrito, solo resta añadir que la supresión del contrato para
obra o servicio determinado en la reforma laboral de 2021 viene a eliminar “de raíz cualquier
posibilidad de estipular un contrato de duración determinada por tiempo superior a 6 meses,
con la excepción del contrato por sustitución (interinidad), de relevo, formativo, de fomento de
empleo y otros especiales, y salvo que el convenio colectivo sectorial aplicable permita una du-
ración mayor de hasta 12 meses. La existencia de un proyecto de, por ejemplo, 18 meses per-
fectamente definido, con inicio y fin nítidamente delimitados, ya no justifica una contratación
temporal y aboca a la contratación indefinida, con la eventual adopción de las medidas extinti-
vas, suspensivas o modificativas que procedan a la terminación del proyecto61”. Ahora, la su-
presión de este contrato, que tantos problemas interpretativos y aplicativos supuso en el ámbito
que nos ocupa, se contrarresta con modificaciones en la contratación fija discontinua, como se
analizará a continuación. 

3.2.2. La reformulación interna del contrato eventual

El fraude en la contratación temporal ha sido frecuente, tal y como reiteradamente ha de-
nunciado el colectivo de las Kellys, al pretender enmascarar relaciones laborales indefinidas.
Fraude que también se ha detectado en el uso abusivo de la contratación eventual, directa o in-
directa, fundamentalmente en el caso de establecimientos hoteleros que abren al público en
periodos concretos. 

Y es que se han contratado camareras de piso año tras año, en las mismas fechas, para cu-
brir las necesidades que se corresponden con la actividad ordinaria de la empresa –lo que jus-
tificaría el recurso al contrato fijo discontinuo como se verá a continuación– y no para atender
un incremento puntual extraordinario para una temporada o campaña concreta62. La eventuali-
dad, exacerbada en sectores como la hostelería, en los que predominan también los contratos
de cortísima duración, ha contribuido, sin duda, a la precarización de las Kellys que, como ya
se ha anticipado, con contratos de entre 3 y 6 meses de vigencia, pocas veces renovados, acu-
san una temporalidad próxima al 80 % –solo el 13 % de los contratos que han concertado son
de carácter indefinido63–. 
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59 Véase, entre otras, SSTS 19-7-2018, rec. 824/2017; 11-10-2018, rec. 1295/2017; 28-11-2019, rec. 3337/2017,
y 16-1-2020, rec. 2122/2018.
60 Por todas, SSTS 15-7-2009, rec. 3787/2008; 21-4-2010, rec. 2526/2009 y 9-4-2010, rec. 2359/2009. 
61 GÓMEZ ABELLEIRA, F. J., “Las causas de contratación temporal tras el Real Decreto-ley 32/2021”, Revista
Foro de Labos, vol. 3, 2022, p. 22.
62 Ese incremento de la actividad, al que se hace referencia, como base del antiguo contrato eventual, tenía que
ser imprevisible, lo que excluía todo ciclo regular, que es precisamente el que fundamenta el contrato fijo discon-
tinuo, se repita o no en fechas ciertas. En otro caso, el uso del contrato temporal será fraudulento aun cuando el
aumento de actividad supere la actividad de la plantilla habitual. Además, la causa ha de ser temporal, no siendo
válido acudir a la contratación eventual para cubrir necesidades permanentes de la empresa, aunque tengan ca-
rácter estacional; es decir, el incremento de actividad debía ser circunstancial y no cíclico ni repetirse periódica-
mente, pues en tales casos procedería un contrato para trabajos fijos discontinuos.
63 Según datos oficiales del Servicio Público de Empleo Estatal 2019.
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Ahora, recuperada la presunción de fijeza por obra del RD-L 32/202164 –ex art. 15.1 ET–,
se admiten únicamente dos supuestos tasados de temporalidad –circunstancias de la produc-
ción y sustitución–, resultando fundamental la desaparición del contrato de obra y servicio, al
tiempo que se ofrece una nueva orientación al contrato por circunstancias de la producción,
que, actualmente con una duración máxima de seis meses –ampliable por convenio sectorial a
un año–, responde a un incremento ocasional e imprevisible y a oscilaciones que provoquen
un desajuste temporal entre el empleo estable disponible y el que se requiere65. Permite, por
otra parte, el art. 15 ET acudir al contrato por circunstancias de la producción de duración má-
xima de 90 días no continuados en el año laboral para dar respuesta a situaciones ocasionales,
previsibles y de corta duración66.

Que el trabajo que realizan las Kellys forme parte de la actividad normal de la empresa ho-
telera no es obstáculo para la celebración por esta del contrato por circunstancias de la produc-
ción –previsibles o imprevisibles–, tal y como expresamente admite el art. 15 ET. Deben
concurrir, en todo caso, las causas de temporalidad establecidas en la norma67: un aumento,
no previsto ni previsible, de la actividad productiva de la empresa, de carácter netamente cir-
cunstancial, al que necesariamente hay que anudar desajustes temporales de plantilla –circuns-
tancias de la producción imprevisibles–; y, en el caso de las previsibles, circunstancias
ocasionales y de corta duración. 

La diferencia entre una y otra modalidad estriba, por tanto, en la previsibilidad/imprevisibili-
dad, siendo comunes en ambas la ocasionalidad. Este concepto, que alude a lo que acontece
o se produce en alguna ocasión, de forma esporádica y nunca habitual –de manera accidental,
casual o circunstancial–, hace del nuevo contrato una figura de difícil acceso para los estable-
cimientos hoteleros que quieran contratar camareras de piso. Se excluye, en todo caso, la es-
tacionalidad sobre la que influyen factores concretos que, como el clima, periodos vacacionales,
festivos, etc., determinan los flujos de demanda, comúnmente previsibles y no ocasionales, sino
habituales. Al tiempo que se incluyen tan solo circunstancias excepcionales de acumulación de
tareas que, de estar previstas, serían las únicas que justificarían acudir al contrato de corta du-
ración.
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64 La disposición transitoria 1.ª RD-L 32/2021, relativa al régimen transitorio aplicable a los contratos por circuns-
tancias del mercado, acumulación de tareas o exceso de pedidos y a los contratos de interinidad vigentes antes
de la entrada en vigor de la norma de urgencia, establece que se regirán hasta su duración máxima por lo esta-
blecido en dicha redacción. En relación con el régimen transitorio aplicable a los contratos para obra o servicio
determinado vigentes a la entrada en vigor del RD-L 32/2021, la disposición transitoria 2.ª RD-L 32/2021 también
mantiene su aplicación hasta su duración máxima.
65 Tales oscilaciones incluyen hoy las derivadas del disfrute de las vacaciones anuales. Repárese en la STS 10-
11-2020, rec. 2323/2018, que había declarado fraudulento el recurso por un organismo público al contrato eventual
por acumulación de tareas  para cubrir los periodos de vacaciones, licencias o permisos de los que disfruta la
plantilla ordinaria, porque con ello no queda acreditada “la concurrencia de las circunstancias extraordinarias que
justifiquen el recurso a esta modalidad de contratación temporal”: “nada de extraordinario resulta el disfrute de
periodos de descanso y vacaciones, a los que tienen derecho” todas las personas trabajadoras”. Rechazaba esta
sentencia “la mera y genérica invocación de la necesidad de cubrir situaciones de vacaciones, licencias y permisos
de plantilla, sin mayor especificación”. Sí entiende legítimo que una entidad pública recurra a la contratación even-
tual si se encuentra con un elevado número de puestos sin su titular, pero esta situación deberá justificarse de
forma más precisa; “tales ausencias al trabajo (por permisos y vacaciones) se producen dentro del normal des-
arrollo del contrato de trabajo y forman parte de la previsión organizativa que corresponde llevar a cabo al emple-
ador, alejándose de la excepcionalidad que el contrato eventual viene a solventar”.
66 En el caso de formalización de un contrato por circunstancias de la producción de corta duración, deben las
empresas, en el último trimestre de cada año, dar traslado a la representación legal de las personas trabajadoras
una previsión anual de uso de tales contratos.
67 La norma determina –art. 15.4 y 5 ET–, además, la conversión en fijos de los contratos temporales sin causa
suficiente, sin cumplir las obligaciones de seguridad social, o tras el encadenamiento de contratos “para el mismo
o diferente puesto de trabajo con la misma empresa o grupo de empresas” durante más de 18 meses en un
periodo de 24 meses.
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El art. 15 ET confirma que la subcontratación de obras y servicios no justifica la contratación
temporal, introduciendo severas limitaciones a las empresas contratistas o subcontratistas in-
teresadas en acudir al contrato por circunstancias de la producción. Dice el precepto legal, según
su vigente redacción, que no puede identificarse como causa del contrato “la realización de los
trabajos en el marco de contratas y subcontratas o concesiones administrativas que constituyan
la actividad habitual u ordinaria de la empresa, sin perjuicio de su celebración cuando concurran
las circunstancias de la producción en los términos anteriores”.

No parece que la exclusión vaya referida únicamente al contrato por circunstancias de la
producción previsibles, sino también a los supuestos en los que no se dé tal previsibilidad. En
estos casos, la prohibición legal impide a las empresas contratistas y subcontratistas acudir al
contrato por circunstancias de la producción, previsibles e imprevisibles, siempre que la contra-
tación se funde en su actividad normal o habitual; esto es, cuando las personas hayan sido con-
tratadas para ejecutar trabajos para la empresa principal, por ser la prestación de servicios para
terceros el eje central de la actividad que despliegan aquellas empresas. Solo podrán recurrir
al contrato eventual las empresas contratistas y subcontratistas, dice la norma, cuando concu-
rran los supuestos de temporalidad legalmente establecidos.

3.2.3. La potenciación del contrato fijo discontinuo

La estacionalidad, rasgo característico del sector turístico en general y de los alojamientos
hoteleros en particular, que se hace patente en la concentración de la afluencia en muchos te-
rritorios durante determinados periodos, se traslada inevitablemente al mundo del trabajo, con-
centrando el empleo en meses determinados. Esta realidad ha venido tradicionalmente
acompañada del recurso mayoritario a la contratación temporal –obra o servicio y eventual–,
con menor desarrollo del fijo discontinuo. 

Este último es un contrato llamado a cobrar un protagonismo creciente, tal y como se des-
prende del contenido de la reforma laboral de 2021 en este sentido, y a ser cada vez más ha-
bitual en el sector servicios, especialmente en los vinculados al turismo –hostelería,
principalmente–, caracterizado por su carácter indefinido pero intermitente. Su utilización por
las empresas hoteleras se justifica en la no necesidad de disponer de una plantilla permanente
durante todo el año, aunque la necesidad de la empresa de tener personas trabajadoras sí es
permanente en temporadas concretas (intermitente o cíclica).

En este contexto, y para desincentivar la contratación temporal, la reforma laboral de 2021
presenta el contrato fijo discontinuo como fórmula adecuada para la ejecución de trabajos de
carácter estacional o que estén ligados a actividades productivas de temporada. El RD-L
32/2021 ha ampliado los supuestos de contrato fijo discontinuo, que actualmente comprende:
trabajos de naturaleza estacional, trabajos vinculados a actividades productivas de temporada,
y trabajos que no tengan dicha naturaleza pero que, siendo de prestación intermitente, tengan
periodos de ejecución ciertos, determinados o indeterminados68. 

Al tiempo, ha previsto también su concertación en el marco de la ejecución de contratas
mercantiles o administrativas que, “siendo previsibles, formen parte de la actividad ordinaria de
la empresa” –art. 16 ET–. No pueden las empresas contratistas concertar, en los términos an-
tedichos, un contrato por circunstancias de la producción previsibles o imprevisibles, cuando la
tarea a contratar forme parte de su actividad habitual u ordinaria –art. 15 ET–, pero sí un contrato
fijo discontinuo cuando se dé la nota de previsibilidad69.
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68 En palabras de BAYLOS GRAU, “El desplazamiento de la inserción laboral hacia el fijo discontinuo es otro de
los elementos positivos en orden a la afirmación de la estabilidad en el empleo”, en La búsqueda de la estabilidad
en el empleo y los contratos temporales en la reforma laboral de diciembre de 2021, 28-12-201
(https://baylos.blogspot.com/).
69 En esta tesitura, los periodos de inactividad solo podrán producirse como tiempos de espera de recolocación
entre subcontrataciones, pudiendo la negociación colectiva sectorial determinar un máximo de inactividad entre
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Todo parece apuntar que las modificaciones operadas se concretarán en un elevado uso de
estos contratos, pero corresponderá a la negociación colectiva culminar el proceso iniciado con
el RD-L 32/2021.

De la potenciación del contrato fijo-discontinuo en la reforma laboral de 2021 se ha dicho
que “contribuirá (…) a revertir los excesos de la temporalidad, concentrados en buena parte,
como se recordaba anteriormente, en la extinta modalidad temporal de la obra o servicio deter-
minado” . Pero también que su relanzamiento “podría tener un doble componente, aunque nada
se diga al respecto en su preámbulo. De un lado, como contrato indefinido que era antes de la
reforma y sigue siendo después, su uso permite orillar buena parte de los efectos perversos
que derivan de la temporalidad. Aunque no sea equivalente a la contratación indefinida ordinaria
a tiempo completo, el contrato fijo-discontinuo tiene mayor estabilidad que los contratos tempo-
rales en los que podría descomponerse su ejecución (…). De otro lado, la nueva regulación
permite dar salida a determinadas necesidades de flexibilidad en la entrada que existen en la
empresa y que hasta ahora se cubrían mediante contratos más precarios. El nuevo art. 16 ET
es, en este segundo sentido, una suerte de «válvula de escape» que compensa algunas de los
márgenes de flexibilidad empresarial que la reforma ha sacrificado”71.

Con independencia de las ventajas y desventajas que ello termine por generar en la práctica,
de lo que no cabe la menor duda es del hecho de que sean los sectores más proclives a este
tipo de contratación aquellos que se caracterizan por su baja productividad, escasa innovación
y poca cualificación profesional, como ocurre en el sector que nos ocupa72. Y, en este sentido,
será interesante comprobar si “el posible establecimiento de bolsas sectoriales de empleo inte-
gradas por las personas fijas discontinuas durante los periodos de inactividad, podrían favorecer,
además de su contratación, su formación continua durante estos lapsos y, con ello, el progresivo
replanteamiento de ciertos sectores de actividad necesitados de una mayor apertura a la inno-
vación y a la mejora de la calidad de los bienes y servicios”73. Desde luego, merece la pena in-
tentarlo, pero solo el tiempo dirá.

3.3. La valoración de puestos de trabajo y sus efectos sobre las retribuciones

El sistema de clasificación profesional debe garantizar la no discriminación por razón de gé-
nero, eliminando las denominaciones de los puestos diferenciados sexualmente74. Se trata de
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subcontratas, que, en su defecto, será de tres meses. Transcurrido el plazo establecido convencional o legalmente,
la empresa contratista ha de adoptar las medidas coyunturales o definitivas que sean procedentes, en los términos
legalmente previstos –bolsas sectoriales de empleo, acceso y preferencias formativas, fijación de una cuantía
económica por falta de llamamiento, etc.–, lo que incluiría, como último recurso, la extinción indemnizada del con-
trato de trabajo fundada en causas que puedan justificar un despido objetivo o, en su caso, colectivo. La STS 10-
3-2020, rec. 2760, entiende que el no llamamiento configura un despido, cuando del comportamiento empresarial
puede deducirse tal intencionalidad. Señala la sentencia que “en los supuestos de concurrencia de causas que
pudieran justificar el despido colectivo, el empresario no puede legítimamente optar por otros cauces de extinción
de contratos de trabajo que superen los umbrales previstos en el art. 51.1 ET distintos al procedimiento de despido
colectivo que esta norma regula”, sancionando el ET con la nulidad los despidos que, vulnerando la letra y el es-
píritu de la ley, han eludido la tramitación colectiva en los casos exigidos en el art. 51.1 ET”.
70 TRILLO PÁRRAGA, F. J., “El contrato fijo-discontinuo en la reforma laboral de 2021”, op. cit., p. 4.
71 GOERLICH PESET, J. M.ª, “Contrato fijo-discontinuo: ampliación de supuestos y mejora de sus garantías”, Re-
vista Labos, vol. 3, Número extraordinario ‘La reforma laboral de 2021’, 2022, p. 59.
72 Sobre “la existencia de «puntos ciegos» normativos han sido explotados por las empresas para obtener ventajas
competitivas (en muchos casos, a costa del estatuto protector de los trabajadores)”, véase el acertado comentario de
BELTRÁN DE HEREDIA RUIZ, I. disponible en El convenio colectivo de la principal puede extenderse a los trabaja-
dores de las contratistas (STSJ Cataluña 18/7/19) – Una mirada crítica a las relaciones laborales (ignasibeltran.com).
73 TRILLO PÁRRAGA, F. J., “El contrato fijo-discontinuo en la reforma laboral de 2021”, op. cit., p. 6.
74 En profundidad véase MORARU, G., “Sobre las proyecciones convencionales de la igualdad en la clasificación
y promoción profesionales: luces y sombras”, Revista Femeris, vol. 4, n.º 2, pp. 154-175, y GARRIGUES GIMÉ-
NEZ, A. (Dir.), Clasificación profesional y discriminación por razón de sexo en la negociación colectiva. Un análisis
multi e intersectorial, Editorial Reus, 2017.
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una medida que contribuiría a terminar con la picaresca existente de forma especialmente evi-
dente en el sector de la hostelería, en general, y de la limpieza de hoteles, en particular, donde
la discriminación retributiva es ya un clásico. La externalización precarizante a que viene ha-
ciéndose mención tiene reflejo tanto en la trágica pérdida del grupo profesional reconocido en
el contrato de las camareras de piso, con carácter previo a la subcontratación, como en el ca-
rácter discriminatorio en la asignación de determinados complementos retributivos, tanto antes
como después de producirse la subcontratación.

Según datos generales, la brecha salarial en España ronda el 24 %75. Pero al dato general
hay que añadir los datos particulares que evidencian que esta desigualdad se acentúa en fun-
ción de la jornada, el contrato de trabajo, la edad o el sector. Respecto de esto último, los hom-
bres cobran más que las mujeres prácticamente en todos los sectores económicos, pero se
acentúa en el sector servicios donde la presencia femenina es mayoritaria en actividades como
las de limpieza que nos ocupa76 –considerada de las más relevantes por su nivel de empleo
y/o tendencia77–. Entre las ocupaciones con más contratos celebrados por grupos ocupacionales
(la cuarta), el personal de limpieza de oficinas, hoteles y otros establecimientos similares supuso
en el año 2020 un total de 791.940 (4.97 % del total), en los que las tasa de mujeres supuso el
82.45 %, con una significativa tasa de estabilidad de apenas el 6 %78. Entre la ocupaciones más
solicitadas por los demandantes parados, ocupa la primera posición con un 84 % de mujeres
solicitantes79.

Como es sabido por todas, entre los gestos por la igualdad retributiva, cobra especial rele-
vancia en los últimos tiempos –máxime tras la aprobación del RD 902/2020– la valoración de
puestos de trabajo, que exige que las empresas apliquen la perspectiva de género en la clasi-
ficación profesional, garantizando la ausencia de discriminación de género en la definición de
criterios y sistemas de clasificación profesional en todo el proceso, incluida la negociación co-
lectiva. Todo ello en un intento por aplicar criterios objetivos y neutros a la hora, no solo de
definir y asignar los conceptos retributivos, sino de valorar el puesto de trabajo, independiente-
mente del sexo de la persona trabajadora que lo ocupe. Para ello se ha optado por transitar
hacia un sistema de contextualización valorativa tanto de los puestos como de las funciones,
un sistema de valoración de puestos de trabajo con perspectiva de género (VPT) que supere
anteriores modelos de encuadramiento profesional más rígidos y permeables a los sesgos de
género80.

Los antecedentes nos muestran las serias dificultades implícitas en la formulación objetiva
y neutral tanto de los sistemas de clasificación profesional como de los conceptos retributivos.
Y ello porque la atribución a los convenios colectivos del papel de garante de igualdad o, en
sentido inverso, de la ausencia de discriminación en las condiciones de trabajo, pone en el epi-
centro del debate a la clasificación profesional en tanto en cuanto de ella se deriva la regulación
convencional de la carrera profesional y la retribución. 
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75 CC.OO., CC.OO. se mueve contra la brecha, 22 de febrero 2022, op. cit., p. 3.
76 Según datos del SEPE del año 2020 del total de contratos en hostelería (casi 1 millón 800 mil, un 11 % sobre
el total de contratos celebrados), unos 825 mil corresponden a hombres y unos 965 mil a mujeres. Respecto de
los datos de paro, casi 400 mil mueres, frente a los en torno a 190 mil hombres de los 528 mil de la actividad eco-
nómica (13.59 % del total). Disponibles en OBSERVATORIO DE LAS OCUPACIONES, 2021 Informe del Mercado
de Trabajo Estatal. Datos 2020, https://www.sepe.es/HomeSepe/que-es-el-sepe/observatorio/informes-mercado-
trabajo/informes-anuales-mercado-trabajo-estatal/ver-resultados.html?documentType=informes&tipo=1&pe-
riodo=anual&ambito=Nacional
77 Ídem, p. 117.
78 Ídem, pp. 91 y 155.
79 Ídem, p. 166.
80 https://www.igualdadenlaempresa.es/asesoramiento/herramientas-igualdad/home.htm
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Estamos, en consecuencia, ante un problema, que en la mayoría de los casos no se proyecta
en una diferente retribución por trabajo igual, sino en manifestaciones de discriminación indirecta
derivadas de estereotipos de género fundados en el valor del trabajo femenino, que requieren,
en todo caso, una compleja labor de identificación81. De ahí que la valoración de los puestos de
trabajo se torne incorrecta cuando dota de invisibilidad a las características y condiciones en
las que se desarrollan los trabajos desempeñados mayoritariamente por mujeres, que, a la pos-
tre, quedan infravalorados. 

No se trata, en consecuencia, de comparar solo trabajos que presentan similitudes entre sí,
sino también tareas que, siendo desemejantes en las características  de su ejecución, sí están
dotadas de igual valor por las condiciones requeridas82. Huelga decir que una errada valoración
de los puestos de trabajo, que tome en consideración determinados factores y elementos con-
currentes en los puestos masculinizados, y que no son advertidos en los feminizados, provoca
una discriminación indirecta en la fijación de las retribuciones. Esta circunstancia conduce tam-
bién a otro tipo de situaciones, tales como la omisión de determinadas características de los
puestos de trabajo feminizados, que sí son advertidas en los masculinizados para establecer
complementos salariales, o la definición con notoria imprecisión de muchos trabajos desempe-
ñados mayoritariamente por mujeres, que abunda en la formación de un ‘cajón de sastre’, que
determina la incorporación de un amplísimo abanico de tareas a las que paulatinamente se
suman otras, contribuyendo así a la mencionada invisibilidad y opacidad de los trabajos alta-
mente feminizados83.

Estos hechos no han pasado desapercibidos a la jurisprudencia. Buena muestra de ello es
la ya ejemplar STS 1908/2014, de 14 de mayo de 201484 en el que un grupo de mujeres traba-
jadoras, camareras de pisos de la empresa CANSUR, S.L., demanda a la empresa por entender
que percibe el concepto salarial denominado "plus voluntario" en importe muy inferior al que
perciben los trabajadores del idéntico nivel retributivo IV que prestan servicios en bares y cocina
en el mismo centro de trabajo. La empresa declara, sin mayores argumentaciones, que tal com-
plemento tiene como finalidad compensar las tareas que realizan los trabajadores atendiendo
a las diferentes funciones que corresponden a las categorías de “cocinero”, “camarero” y “ca-
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81 BALLESTER PASTOR. M. A., La discriminación retributiva por razón de sexo. Brecha salarial y desigualdades
de género en el mercado de trabajo, Editorial Bomarzo, 2018, pp. 19-20.
82 Véase, en este sentido, la STC 145/1991, que ejemplifica lo que se acaba de indicar, en relación con las retri-
buciones percibidas por la categoría de ‘limpiadoras’, en relación con la de ‘peones’.
83 BALLESTER PASTOR. M. A., La discriminación retributiva por razón de sexo…, op. cit., pp. 22-24.
84 Rec. n.º 2328/2013. En idéntico sentido, la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de las Islas Canarias de
Santa Cruz de Tenerife –Sala de lo Social–, n.º 928/2017, de 2 de noviembre (rec. n.º 464/2017.), vino a resolver
un recurso de suplicación interpuesto por la Federación de Servicios de Comisiones Obreras frente a la Sentencia
7/2017, de 16 de enero, del Juzgado de lo Social n.º 5 de Santa Cruz de Tenerife (autos de conflicto colectivo
878/2016), sobre discriminación salarial por razón de sexo. En la resolución del recurso se confirma la existencia
de brecha salarial ante los hechos probados según los cuales el hotel paga un plus de productividad diferente a
las camareras de piso (mujeres) y a los camareros de sala (mayoritariamente hombres), –139 euros las mujeres,
640 euros los hombres–, a pesar de que las dos ocupaciones pertenecen al mismo nivel profesional de su con-
venio y tienen el mismo salario base. Además, se considera que el pacto salarial por el que la empresa hotelera
abona un inferior plus de productividad a las camareras de piso que el delimitado para el personal de cocina y
sala, pese a estar en el mismo grupo profesional, aunque con distinta categoría, es nulo por discriminatorio por
razón de sexo. Dicha regulación es discriminatoria por razón de género porque este colectivo está compuesto
mayoritariamente por mujeres y “resulta por tanto evidente que los “criterios objetivos” que se supone se tuvieron
en cuenta para establecer las cuantías del plus de productividad de las camareras-limpiadoras no se emplearon
en absoluto para fijar los importes de ese plus para otras categorías (ayudantes de recepción). Con lo que se
abren dos posibilidades: o la turnicidad, los idiomas y la formación solo se ha empleado para reconocer a las ca-
mareras-limpiadoras una “productividad” baja, pero para nada más; o en realidad esos criterios no tienen nada
que ver con las cuantías del plus de productividad, y solo se ha invocado, tras fijarse las cuantías en virtud de
otros criterios que no constan, para intentar justificar por qué a un colectivo concreto se le ha asignado un plus
de productividad bajo. 
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marero de piso”, conforme al art. 18 del Acuerdo Laboral de Ámbito Estatal para el Sector de la
Hostelería (ALEH IV). Se consideran como hechos probados los siguientes: En el Departamento
de Cocina de dicho centro de trabajo prestan servicios 15 trabajadores (13 hombres y 2 muje-
res), percibiendo un plus voluntario absorbible cuyo importe actual mensual asciende a 118,42
euros. Este importe es similar tanto para los hombres y mujeres que presten servicios en este
Departamento. En el Departamento de Bares de dicho centro de trabajo prestan servicios 27
trabajadores, de los que 21 son hombres y seis mujeres, percibiendo un plus voluntario absor-
bible cuyo importe actual mensual asciende a 168,19 euros. Este importe es similar tanto para
hombres y mujeres que presten servicios en este Departamento. En el Departamento de Pisos
prestan servicios 43 trabajadoras, todas las cuales son mujeres, percibiendo un plus voluntario
absorbible cuyo importe actual mensual asciende a 10,37 euros.

En conclusión, dice esta STS que “en el presente caso, la diferencia de trato (...) en ausencia
de cualquier explicación o justificación razonable que la diera sentido, tiene carácter discrimi-
natorio porque, de forma objetiva, esa diferenciación establecida por el empleador privado, ins-
trumentada mediante una concesión aparentemente neutra, entraña un trato retributivo que
discrimina peyorativamente a quienes prestan servicios en un departamento ocupado exclusi-
vamente por mujeres, hasta el punto de que ellas, en clara y exagerada disparidad con sus
compañeros varones mayoritariamente destinados en los otros departamentos, perciben unas
sumas significativamente inferiores (en ningún caso alcanzan siquiera el 10 % de las que se
cobra en los departamentos mayoritariamente ocupados por hombres) a las de aquéllos”.

Con todo, interesa destacar cómo pese a los esfuerzos reflejados en el V Acuerdo Laboral
de ámbito estatal para el sector de hostelería85 (ALEH V) por superar sistemas de encuadra-
miento profesional discriminatorios (a igual trabajo, igual valor), las disfuncionalidades prácticas
persisten y buen muestra de ello es la incompleta eliminación de algunas clasificaciones “se-
xuadas”86 como en el caso del colectivo que nos ocupa, de las camareras de pisos. Como acer-
tadamente se puso de manifiesto hace ya un quinquenio por GARRIGUES GIMÉNEZ, “la
existencia de reglas discriminatorias en los convenios colectivos se debe, por lo general, a una
doble circunstancia: la inercia negocial y la configuración de estipulaciones discriminatorias (de-
bidas estas, ya a falta de la necesaria formación de los negociadores en materia de igualdad,
ya a una falta de sensibilidad de éstos respecto de las cuestiones de género)”87. 

La explicación bien pudiera residir en el hecho constatado de que la negociación colectiva
española sigue sin satisfacer el mandato estatutario88, con un diseño de los grupos profesionales
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85 Resolución de 6 de mayo de 2015, de la Dirección General de Empleo, por la que se registra y publica el V
Acuerdo Laboral de ámbito estatal para el sector de hostelería, en BOE n.º 121, de 21 de mayo de 2015, con una
vigencia inicial prevista hasta 31/12/2019, ampliada al 2020 y sin actualizar por el momento.
86 Lo que hace clara referencia a la denominación femenina o masculina habitual de cada grupo profesional.
87 GARRIGUES GIMÉNEZ, A., “La quimera de la igualdad de mujeres y hombres en el trabajo: inercias, resisten-
cias e impermeabilidad de la negociación colectiva a la quiebra de los roles de género en la clasificación profe-
sional (a modo de presentación)”, en GARRIGUES GIMÉNEZ, A. (Dir.), Clasificación profesional y discriminación
por razón de sexo en la negociación colectiva.., op. cit., p. 11.
88 Ex art. 22.3 que recoge, de forma expresa, que “3. La definición de los grupos profesionales se ajustará a cri-
terios y sistemas que, basados en un análisis correlacional entre sesgos de género, puestos de trabajo, criterios
de encuadramiento y retribuciones, tengan como objeto garantizar la ausencia de discriminación, tanto directa
como indirecta, entre mujeres y hombres. Estos criterios y sistemas, en todo caso, cumplirán con lo previsto en
el artículo 28.1.”, en la redacción dada por el por el art. 2.6 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Este
último precepto prevé que “El empresario está obligado a pagar por la prestación de un trabajo de igual valor la
misma retribución, satisfecha directa o indirectamente, y cualquiera que sea la naturaleza de la misma, salarial o
extrasalarial, sin que pueda producirse discriminación alguna por razón de sexo en ninguno de los elementos o
condiciones de aquella. Un trabajo tendrá igual valor que otro cuando la naturaleza de las funciones o tareas efec-
tivamente encomendadas, las condiciones educativas, profesionales o de formación exigidas para su ejercicio,
los factores estrictamente relacionados con su desempeño y las condiciones laborales en las que dichas activi-
dades se llevan a cabo en realidad sean equivalentes”.
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defectuosamente definidos y peor configurados89. En definitiva, la conclusión está muy lejos de
resultar satisfactoria, en tanto en cuanto, el sistema de clasificación profesional del sector de
hostelería, tanto en lo que se refiere a los criterios empleados como al lenguaje utilizado y la
caracterización de las posiciones laborales del personal, “adolece de claros sesgos de género
que deben ser depurados en aras al cumplimiento de la exigencia estatutaria de neutralidad de
género del art. 22.3”90 y ello pese a las incorporaciones producidas por obra del RD-L 6/2019.

3.4. Los déficits en materia de seguridad y salud laborales

Que la atención a la salud femenina desde la perspectiva jurídica se ha centrado tradicio-
nalmente en los aspectos puramente biológicos y se limita a aquellos que se vinculan a la ma-
ternidad91 es por todas conocido. Sin embargo, conviene resaltar que, con frecuencia, “se ignora
que la salud femenina está influida por una multitud de factores confluyentes más allá de la ma-
ternidad y que está afectada durante toda la vida de la mujer trabajadora, antes y después de
su maternidad y que, con independencia de que esta exista, aquella se ve expuesta a una serie
de riesgos ligados al trabajo, que poco tienen que ver con una situación biológica transitoria
como la citada, y más con la concurrencia de factores de discriminación y elementos diferen-
ciadores en las condiciones a las que se expone el trabajo femenino junto con sus particulares
condicionantes sociales”92. Esta consideración ha llevado a que el factor género haya estado
desatendido tanto en el marco de las políticas de salud laboral como en las de prevención de
riesgos laborales más allá de los temas clásicos relacionados con la maternidad y situaciones
conexas (ámbito biológico-reproductivo), descuidando otras incidencias de género que pueden
interactuar con otros factores de exposición a riesgos laborales y reduciendo las políticas a cri-
terios aparentemente neutros pero basado en patrones masculinizados al fin y al cabo93.

La perspectiva de género aplicada a la salud laboral implica atender a diferencias de género
en la exposición a los riesgos, la prevención de estos y las diferentes consecuencias para la
salud. Hoy por hoy, nadie duda ya de la necesidad de un enfoque diversificado  de situaciones
que son claramente distintas en el mundo del trabajo y su fiel reflejo  en el campo de la salud
laboral. Máxime teniendo en cuenta el daño irreversible que en la salud de la mujer trabajadora
provoca la conjunción del trabajo con otros factores extralaborales, que vienen a potenciar los
laborales.

Siendo conscientes de los saltos cualitativos que se han ido produciendo de forma progresiva
y paulatina en sede normativa con la aprobación de leyes como la de Ley 31/1995, de Preven-
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89 De hecho, a con ocasión de la reforma laboral de 2012, se apuntó certeramente que “la reforma efectuada me-
diante la Ley 3/2012, y en concreto la entronización del grupo como elemento teóricamente absorbente, ha inten-
sificado la atomización de los elementos ordenadores de la clasificación”, en ALEMÁN PÁEZ, F., “Consideraciones
teóricas sobre los elementos de la clasificación y los sistemas de encuadramiento: hacia una comprensión polí-
tico-estructural de los sesgos discriminatorios por razón de sexo y género”, en GARRIGUES GIMÉNEZ, A. (Dir.),
Clasificación profesional y discriminación por razón de sexo en la negociación colectiva, op. cit., p. 28.
90 GARRIGUES GIMÉNEZ, A., “Bloque I. Servicios (1): actividades artísticas y recreativas. Comercio. Hostelería.
Información y comunicación”, en GARRIGUES GIMÉNEZ, A. (Dir.), Clasificación profesional y discriminación por
razón de sexo en la negociación colectiva, op. cit., p. 101.
91 Artículos 25 y 26 de la LPRL, el primero sobre la protección de trabajadores especialmente sensibles a deter-
minados riesgos que pueden incidir en la función de procreación de trabajadores y trabajadoras y, el segundo,
sobre la protección de la maternidad. Repárese en el hecho de que se está en presencia de obligaciones empre-
sariales ínsitas en el genérico deber de protección y prevención del artículo 14 de la LPRL pero que “lejos de con-
siderarse una redundancia […] ha de entenderse como un mecanismo de «protección reforzada»; una suerte de
acción positiva […] dirigida a favorecer a tales colectivos […]”, en GARRIGUES GIMÉNEZ, A., “Tratamiento pre-
ventivo de la maternidad y la lactancia”, en RIVAS VALLEJO, P. y MONEREO PÉREZ, J. L., Tratado de Salud La-
boral, tomo II, Aranzadi, 2012, p. 569.
92 RIVAS VALLEJO, P., “Perspectiva de género: introducción”, en RIVAS VALLEJO, P. y MONEREO PÉREZ, J.
L., Tratado de Salud Laboral, tomo II, Aranzadi, 2012, p. 1361.
93 RIVAS VALLEJO, P., La prevención de los riesgos laborales de carácter psicosocial, Comares, 2008, p. 51.
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ción de Riesgos Laborales o la Ley Orgánica 3/2007, de Igualdad efectiva entre mujeres y hom-
bres, los avances no pueden ser calificados sino de tibios. A principios de este siglo se apuntaba
que el enfoque proteccionista iniciado a finales del siglo XX había ido progresivamente cediendo
terreno a un enfoque neutro del punto de vista del género, que consistía en aprehender las
cuestiones de salud laboral desde la perspectiva de una persona trabajadora, en abstracto,
cuyo referente implícito es la normalidad del trabajo masculino. Sin embargo, las prácticas pre-
ventivas del nuevo siglo deberían, en primer lugar, dejar de ser simplemente preventivas para,
en segundo lugar, empezar a cuestionar los determinantes centrales de la organización del tra-
bajo y de la reproducción social, perder su estatus de neutralidad técnica e integrarse en las
prácticas de transformación políticas y sociales que se desarrollan en un campo mucho más
amplio que la mera eliminación de los riesgos laborales. 

En este sentido, hay que valorar muy positivamente la huida de esos enfoques caducos,
como la exclusiva protección a la mujer trabajadora desde la perspectiva de su función repro-
ductora (embarazo, parto y puerperio)94. Más de veinticinco años después de la aprobación de
la primera y justo quince desde la segunda, el enfoque debe cambiar y, sin bajar la guardia en
relación con la tutela del embarazo, sustitución que, como es sabido, condiciona, en todos los
sentidos, la vida laboral y la carrera profesional de las trabajadoras, debe ir orientada a la bús-
queda de una tutela ‘integral’ de las mujeres en el ámbito de la prevención de riesgos laborales.
Máxime cuando en ambas leyes subyace un espíritu de tutela amplia, general, omnicompren-
siva, pero, también y, además, subjetiva e individualizada, que atienda los factores diferenciales
del individuo (hombre y mujer) y su propensión al riesgo. Pero, además y al mismo tiempo, re-
sulta fundamental su tratamiento singular en el marco de la política pública de salud, pero tam-
bién con otras políticas que permitan actuar sobre todos los focos que pueden incidir sobre la
salud con impacto de género.

Todo lo anterior mirado desde la perspectiva de las camareras de piso, colectivo que ocupa
el interés de esta aportación, lleva a una reflexión en clave de género del trabajo que desem-
peñan que parte de varias premisas fundamentales:

1. Son piezas fundamentales del funcionamiento del sector de la hostelería donde del re-
sultado de su trabajo dependen las valoraciones que las personas usuarias hacen de la
calidad de los servicios ofrecidos. No interesa, por tanto, minimizar ni un ápice del im-
portante rol que desempeñan a lo largo y ancho de la diversidad de actividades que en-
globa dicho sector.

2. Prestan servicios que requieren de esfuerzo físico y mental o psicológico, que se repiten
a lo largo de la jornada laboral y que las exponen a riesgos diversos que pueden derivar
en daños tales como contracturas musculares crónicas, artrosis por el desgaste prema-
turo de las articulaciones, hernias discales lumbares, problemas con el túnel carpiano,
estrés, etc.

3. Existen numerosos factores relacionados con la organización del trabajo (medioambien-
tales) que pueden influir en la aparición de trastornos en la salud de este colectivo, como
la falta de mano de obra, el elevado ritmo de trabajo, la monotonía y la repetitividad de
las tareas, la sobrecarga de trabajo, la falta de descansos, la supervisión estricta por
parte de las gobernantas, el escaso control sobre el propio trabajo, la falta de estabilidad
en el empleo, los salarios bajos que perciben, la poca cualificación profesional y el escaso
reconocimiento social que tienen. A los que, además, es preciso sumar otros factores
como las dobles o, en ocasiones, triples jornadas que cargan a sus espaldas.
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94 Véase in extenso, IGARTUA MIRO, M. T., “Prevención de riesgos laborales y trabajo de la mujer”, Temas Labo-
rales, nº. 91, 2007. Sobre el vigésimo cumpleaños de la LPRL, véase, MOLINA NAVARRETE, C.: “Dos décadas
de Ley, ¿veinte años de prevención de riesgos laborales?: Agridulce aniversario”, RTSS. CEF, n.º 392, 2015,
donde se apunta que “la satisfacción de haberla visto nacer y la alegría por estar, y por su enorme bondad en el
plano del Deber Ser, no puede hacer ignorar la necesidad de que no solo esté, sino que «sea» –aplicada–”, p. 12.
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4. No deben desdeñarse los riesgos psicosociales a los que están expuestas las camareras
de piso, debido a la organización del trabajo que desempeñan y que resulta determinante
en la aparición de situaciones de estrés laboral. También la sobrecarga laboral, el aisla-
miento, el miedo a ser sancionadas o despedidas y las dificultades para conciliar su vida
laboral con su vida privada (personla y familiar), propician otro tipo de dolencias psicoló-
gicas, tales como la depresión y la ansiedad, que provocan, entre otras, situaciones de
insomnio y fatiga constante95. A esta realidad hay que sumar el riesgo a situaciones de
acoso sexual, como consecuencia de que parte de la actividad de las Kellys se desarrolla
en el interior de las habitaciones de la clientela96. 

De lo anterior es posible colegir la exigencia de una adecuada evaluación de riesgos en
perspectiva de género y las oportunas medidas preventivas97 frente a las contingencias profe-
sionales que pudieran derivarse del desempeño de sus funciones. Y, en este sentido, es rele-
vante señalar cómo en el RD 1299/2006 que aprueba el cuadro de enfermedades profesionales
(en adelante, EP) en el sistema de Seguridad Social, las EP vinculadas a la realización de mo-
vimientos repetitivos característicos de esta actividad, como el síndrome del túnel carpiano, no
aparecen incluidas mientras que, en cambio, sí se reconocían en otras profesiones no femini-
zadas (carpintería). 

No sería hasta la trascendental STS 122/2020, de 11 de febrero98, cuando al Alto Tribunal
estimara la demanda interpuesta por una camarera de pisos, declarando la consideración de la
contingencia como enfermedad profesional99. En este asunto, el TS revoca la Sentencia del
Juzgado para, en su lugar, estimar la demanda, declarando que el período de incapacidad tem-
poral iniciado por esta patología deriva de enfermedad profesional100 sin que la no integración
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95 Un informe elaborado por la Federación de Servicios de CC.OO., Consumo de fármacos en camareras de piso,
revela que el 95,9 % de las camareras de piso sufre síntomas clínicos de ansiedad; el 74 % presenta problemas
de concentración; el 82 % falta de energía; el 73.2 % duerme menos de 8 horas al día y el 9 % menos de 5 horas. 
96 Para prevenir situaciones de acoso CC.OO. advierte de la existencia de un conjunto de mecanismos para pro-
teger a las camereras de piso y garantizar su seguridad: botones antipánico, handys o teléfonos para, en casos
de emergencia, estar en contacto con el resto del equipo; mantener siempre abiertas las puertas de las habita-
ciones, bloqueando con los carros de limpieza los acceso de entrada; no limpiar nunca las habitaciones con la
clientela dentro y si esta solicita entral, la trabajadora ha de salir de la habitación y entrar más tarde; cuando se
realice una entrega extra –toallas, artículos baño o del servicio de habitaciones– la trabajadora no no debe entrar
en la habitación o hacerlo acompañada; evitar trabajar de manera aislada y extremar las precauciones en turnos
de noche; dotar a todas las dependencias del alojamiento turístico de iluminación de detección de presencia y de
servicios de seguridad suficientes; ropa de trabajo adecuada para realizar la tarea; en caso de agresiones, la em-
presa ha de poner a disposición de la trabajadora los medios sanitarios y jurídicos necesarios, asumiendo su
coste, con reconocimiento como accidente de trabajo, y; programas de información, formación y sensibilización.
97 Ficha técnica sobre “Camareras de piso: riesgos y medidas preventivas”, Revista Seguridad y salud en el trabajo,
n.º 97, 2018, pp. 68-70.
98 Rcud. 3395/2017, de la que fue ponente Dña. Concepción Rosario Ureste García.
99 Con anterioridad, desde agosto de 2018, la Mesa del Empleo de Calidad en la Hostelería aprobó el reconoci-
miento de un grupo de enfermedades profesionales de este colectivo, relacionado con determinados movimientos
repetitivos en brazos y manos propios de su trabajo, valorándose la inclusión de una lista complementaria de en-
fermedades padecidas por quienes prestan servicios en este sector y sobre las que se sospecha un origen pro-
fesional, como las dorso-lumbares, cervicales, etc. Igualmente se planteó la necesidad de elaborar una guía
práctica para evaluar los riesgos laborales, atendiendo especialmente a los ergonómicos y psicosociales. La in-
tensificación del trabajo y la precarización del empleo alteran su salud física y psíquica. Dado que sus tareas se
repiten a lo largo de la jornada laboral, es frecuente entre las personas trabajadoras sufrir determinados riesgos
ergonómicos en los puestos de trabajo debidos a la adopción de posturas forzadas, la continua realización de
movimientos repetitivos, la manipulación de cargas, los sobreesfuerzos, etc.
100 Conforme al Anexo I, grupo 2, agente F , subagente 02, actividad 01, código 2F0201, se considera como En-
fermedad Profesional causada por agente físico, el Síndrome del túnel carpiano por comprensión del nervio me-
diano en la muñeca, en 1. trabajos en los que se produzca un apoyo prolongado y repetido de forma directa o
indirecta sobre las correderas anatómicas que provocan lesiones nerviosas por compresión. Movimientos extre-
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explícita de la profesión de camarera de pisos en la enumeración, excluya “en modo alguno,
que el Síndrome del túnel carpiano asociado a las tareas que componen el haz profesional (en
este caso de una camarera de pisos) pueda conllevar la calificación de enfermedad profesional
, como en su caso, podrían tener encaje otras profesiones o actividades, puesto que el adverbio
“como” indica, sin lugar a dudas, que se trata de una lista abierta (…) y como ya estableció esta
Sala en su sentencia de 22 de junio de 2006 (rcud. 882/2005). En efecto, lo trascendente es
que se efectúen ‘Trabajos en los que se produzca un apoyo prolongado y repetido de forma di-
recta o indirecta sobre las correderas anatómicas que provocan lesiones nerviosas por com-
presión. Movimientos extremos de hiperflexión y de hiperextensión. Trabajos que requieran
movimientos repetidos o mantenidos de hiperextensión e hiperflexión de la muñeca, de apre-
hensión de la mano’”. Y ello porque queda acreditado que las tareas propias y esenciales de la
profesión comprenden las de limpieza, de habitaciones, baños y pasillos, junto a las propias de
lencería y lavandería. Se trata de actividades que exigen en su ejecución, la realización de mo-
vimientos de extensión y flexión de la muñeca forzados, continuados o sostenidos, para el ma-
nejo de escobas, fregonas, mopas, bayetas, cepillos y demás útiles de limpieza, con la
sobrecarga de muñeca.

Pero también lo es, hacer una referencia siquiera somera, a la sobrecarga de trabajo, la si-
tuación de crisis económica, las sucesivas reformas laborales y la reducción de personal y la
intensificación del trabajo que en este sector ha supuesto el incremento de los procesos de ex-
ternalización. Y ello porque en un contexto en el que las empresas multiservicios compiten entre
sí para ofrecer los mejores precios en los hoteles, el éxito pasa por reducir personal e incre-
mentar el número de habitaciones que ha de limpiar cada persona trabajadora. Realizan el tra-
bajo bajo presión temporal, con la obligación de terminar un número mínimo de habitaciones
frecuentemente estudiado para que exceda al tiempo de su jornada, lo que hace que tengan
que correr para terminar a tiempo. Esto tiene como consecuencia directa una disminución en la
calidad del servicio, pues las personas trabajadoras no pueden cumplir con todas las tareas
asignadas a pesar del sobreesfuerzo que realizan, no se producen aumentos de personal para
compensar la ampliación de trabajo y se produce una alta rotación de personal con la conse-
cuente pérdida de profesionales formados.

Derivado del elevado ritmo de trabajo, la monotonía y repetitividad de las tareas, la sobre-
carga de trabajo, la falta de descansos, la supervisión estricta, la falta de estabilidad en el em-
pleo, los salarios bajos, la poca cualificación profesional y el escaso reconocimiento social, es
común, como se ha indicado, la aparición de la sensación de agotamiento permanente, estrés
y ansiedad e insomnio, todo ello relacionado con la organización del trabajo. En adición de lo
anterior, en el desarrollo de su trabajo, están en contacto con productos químicos de riesgo, si
bien es cierto que en la actualidad hay más control sobre estos, sigue existiendo habitualidad
en el uso de productos peligrosos. Habitualmente no utilizan equipos de protección, como guan-
tes y mascarillas, bien porque la empresa no se los facilita, bien porque las mismas trabajadoras
no los usan por resultarles incómodos. Esto puede provocar que la exposición al riesgo sea
mayor, pudiendo dar lugar a problemas en la piel o intoxicaciones.

Y sentencias señeras como la del Tribunal Superior de Justicia de Canarias 891/2019, de 2
de julio101, sobre salud laboral y prevención de riesgos laborales en el sector de las camareras
de piso dan buen cuenta de ello. En ella se analiza la sanción impuesta al Hotel Hesperia, ubi-
cado en Lanzarote, con ocasión de una visita de control efectuada por la Inspección Provincial
de Trabajo y Seguridad Social en la que se levanta acta de infracción grave por no haber reali-
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mos de hiperflexión y de hiperextensión y 2. trabajos que requieran movimientos repetidos o mantenidos de hi-
perextensión e hiperflexión de la muñeca, de aprehensión de la mano como lavanderos, cortadores de tejidos y
material plástico y similares, trabajos de montaje (electrónica, mecánica), industria textil, mataderos (carniceros,
matarifes), hostelería (camareros, cocineros), soldadores, carpinteros, pulidores, pintores.
101 Rec. n.º 369/2019, de la que es ponente la magistrada Gloria Poyatos i Matas.
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zado una evaluación ergonómica de las condiciones de trabajo de las personas del departa-
mento de pisos, externalizado entre 2013 y 2016, que, finalmente en suplicación, fue reducida
en aplicación del artículo 39.3 del Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que
se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social
(LISOS) por entender que no hubo un incumplimiento total, pues no se puede hablar de inexis-
tencia de evaluación de riesgos laborales y se da una escasa peligrosidad de los puestos de
trabajo y baja siniestralidad.

La sentencia del TSJ de Canarias102, concretamente, argumenta que “una vez detectado el
impacto de género que tiene la infracción cometida por la empresa, es obligación de todo órgano
jurisdiccional integrar la perspectiva de género en la impartición de justicia, que debe imple-
mentarse como metodología de resolución en toda controversia judicial en la que se involucren
relaciones asimétricas o patrones estereotípicos de género, a tenor de lo previsto en el art. 1,
10.2, 9.2, 14 y 96 de la CE, en relación con los artículos 4 y 15 de la Ley Orgánica 3/2007 de
Igualdad efectiva de Mujeres y Hombres (...) que exigen de los poderes públicos del Estado la
«debida diligencia» en la aplicación de los estándares y obligaciones internacionales en materia
de género”.

A estos efectos también resulta esclarecedora la reflexión que realiza la magistrada ponente
al indicar que “la feminización del colectivo afectado exige también integrar la perspectiva de
género. Las sentencias tienen el potencial de visibilizar y revertir los efectos de inequidad deri-
vados de las estructuras de poder basadas en prejuicios que sostienen la exclusión y margina-
ción. Ello no significa igualar las mujeres a los hombres sino otorgar la misma consideración en
el reconocimiento de sus diferencias. La finalidad es lograr la igualdad de resultado103”.

El TSJ de Canarias estima, finalmente, el recurso de suplicación interpuesto y revoca la sen-
tencia recurrida para confirmar la sanción inicial impuesta por la ITSS. El fallo constituye en sí
mismo una prueba de cómo la perspectiva de género es determinante a la hora de juzgar, re-
sultando de gran importancia tanto desde el punto de vista de la práctica jurídica como desde
el punto de vista social. Todo lo anterior nos lleva, irremediablemente, a sentenciar que prescindir
del análisis con perspectiva de género en el proceso de enjuiciamiento por considerarlo una
mera opción hermenéutica del órgano judicial puede tener implicaciones graves que se reflejan
en la pérdida de derechos laborales y sociales de las mujeres104.
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102 Que resuelve el recurso de suplicación interpuesto por la Consejería de Empleo, Políticas Sociales y Vivienda
del Gobierno de Canarias contra la sentencia del Juzgado de lo Social de Arrecife (Lanzarote), evidencia qcómo
si bien las partes difieren aportando diferentes argumentos, entre los que destaca la falta de renovación (o no)
y/o actualización del plan de PRL durante los años en que las personas trabajadoras fueron externalizadas, o
también, cuestionando el propio número de trabajadoras afectadas (dato relevante a fin de reforzar o menoscabar
la decisión de atenuar la pena impuesta), lo realmente determinante del caso es que en la sentencia del Juzagdo
de lo Social no atiende la cuestión litigiosa con perspectiva de género. Es por ello por lo que el TSJC resuelve in-
tegrando la perspectiva de género, al estar ante un colectivo y una profesión feminizada, las camareras de pisos,
lo que exige de quien juzga un análisis del contexto para evitar interpretaciones que conlleven distinciones que
deterioren los derechos humanos de las mujeres.
103 POYATOS MATAS, G., “El derecho a la salud laboral con perspectiva de género. A propósito de la Sentencia
del Tribunal Superior de Justicia de Canarias de 2 de julio de 2019 (rec. 369/2019)”. RTSS. CEF Laboral Social,
n.º 439, 2019.
104 In extenso, RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, S., “La perspectiva de género en la aplicación e interpretación de las
normas por la Sala de lo Social del Tribunal Supremo”, op. cit., p. 12. 
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